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JEFATURA DE ESTADO

Fondo Estatal para el  
Empleo y la Sostenibilidad Local

REAL DECRETO-LEY 13/2009, de 26 de 
octubre, por el que se crea el fondo es-
tatal para el empleo y la sostenibilidad 
local. («boe» núm. 259 de 27 de octubre 
de 2009.)

El Real Decreto-ley 9/2008, de 28 de 
noviembre, creó el Fondo Estatal de In-
versión Local, dotado con 8.000 millones 
de euros, con el objeto de aumentar la 
inversión pública en el ámbito local, me-
diante la financiación de obras de nueva 
planificación, ejecución inmediata y 
competencia propia de las entidades lo-
cales. Con esta medida, el Gobierno ha 
favorecido las inversiones destinadas a 
dinamizar a corto plazo la actividad eco-
nómica, incidiendo directamente en la 
creación de empleo. Así, el Fondo se in-
tegra en uno de los ejes del Plan E, junto 
con medidas de apoyo a empresas y fa-
milias, medidas financieras y presupues-
tarias y de modernización de la eco-
nomía.

El apoyo a la obra pública recogido en 
el Fondo Estatal de Inversión Local y en 
el Fondo Estatal para la Dinamización de 
la Economía y el Empleo, en el marco del 
llamado Plan E, más la dotación recogida 

en los Presupuestos del Estado ha su-
puesto una inversión superior a los 33.000 
millones de euros en 2009, proporcio-
nando el primero de ellos la creación y 
mantenimiento de más de cuatrocientos 
mil empleos. Además, a estas medidas 
debe sumarse la apertura de una línea de 
avales del Instituto de Crédito Oficial por 
importe de 3.000 millones de euros, para 
que los ayuntamientos puedan afrontar 
los pagos pendientes con los proveedores 
y las empresas que han prestado servicios 
y realizado obras para nuestros munici-
pios.

Por el presente real decreto-ley se 
aprueba la creación de un nuevo Fondo, 
si bien se incorpora como objetivo del 
mismo que las inversiones, proyectos y 
actuaciones financiadas contribuyan a la 
sostenibilidad económica, social y am-
biental por lo que se denomina Fondo 
Estatal para el Empleo y la Sostenibilidad 
Local.

Este Fondo Estatal cuenta con una 
doble finalidad.

En primer lugar, incrementar la inver-
sión pública en el ámbito local a través 
de la financiación de actuaciones gene-
radoras de empleo en obras de nueva 
planificación y ejecución inmediata que 
sean competencia de los municipios y del 
equipamiento de aquéllas, a realizar a 
partir de comienzos de 2010. Esta fi-
nanciación está dirigida prioritariamente 
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hacía proyectos que gozan de una carac-
terística común, como es la de tomar en 
consideración la perspectiva del desa-
rrollo sostenible en sus vertientes medio-
ambiental; de empleo; de apoyo a la in-
vestigación, el desarrollo tecnológico y la 
innovación; económica y social, enmar-
cándose en otras líneas de actuación del 
Gobierno adoptando por ello un enfoque 
integral.

En esta misma línea, podrán finan-
ciarse los contratos de suministros que 
tengan por objeto la adquisición de 
equipos y sistemas de telecomunica-
ciones o para el tratamiento de la infor-
mación, sus dispositivos y programas; y 
los contratos de servicios que tengan por 
objeto la implantación y desarrollo de 
sistemas y programas informáticos diri-
gidos a dar cumplimiento al mandato de 
la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 
electrónico de los ciudadanos a los servi-
cios públicos, quedando excluidos los 
servicios de mantenimiento.

En segundo lugar, este Fondo Estatal 
contribuirá a la sostenibilidad social, me-
diante la financiación de los gastos co-
rrientes que ocasione la prestación de 
servicios educativos, así como otros ser-
vicios sociales de competencia muni-
cipal, especialmente los gastos derivados 
de la gestión de los servicios de atención 
a las personas en situación de depen-
dencia, en el marco de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y atención a las per-
sonas en situación de dependencia.

La administración, gestión y dirección 
del Fondo corresponderán al Ministerio 
de Política Territorial, a través de la Direc-
ción General de Cooperación Local, sin 
perjuicio de la colaboración de las Dele-
gaciones y Subdelegaciones del Go-
bierno.

Al igual que sucedió con el Fondo 
creado por el Real Decreto-ley 9/2008, 
de 28 de noviembre, este Fondo extraor-
dinario está sometido a un estricto con-

trol tanto por la Dirección General de 
Cooperación Local, como por la Inter-
vención General de la Administración del 
Estado que velará por la correcta aplica-
ción de los recursos del Fondo a los fines 
previstos para el mismo.

El procedimiento administrativo de las 
diferentes fases se efectuará mediante tra-
mitación electrónica a través de la aplica-
ción informática que ponga en marcha el 
Ministerio de Política Territorial. La expe-
riencia acumulada en la gestión del 
primer Fondo Estatal de Inversión Local 
ha puesto de relieve que, a través de este 
medio, se articula un procedimiento ágil 
que responde al objetivo finalista de esta 
medida extraordinaria, dotado de la ne-
cesaria transparencia, y al mismo tiempo 
que satisface el principio de seguridad 
jurídica.

La urgencia en la aprobación de esta 
norma responde, en primer lugar, a la 
necesidad de adoptar medidas inme-
diatas de generación de empleo y de in-
centivación económica en el conjunto 
del territorio, para hacer frente a la situa-
ción actual de crisis económica y al pro-
ceso de destrucción de empleo, que ha 
sido especialmente acusado en España en 
los últimos meses.

En segundo lugar, la extraordinaria y 
urgente necesidad de esta norma se justi-
fica en la necesidad de que los Ayunta-
mientos vayan elaborando los proyectos 
que serán objeto de financiación para 
que pueda procederse a la distribución 
de los fondos con carácter inmediato a 
partir del 1 de enero de 2010, fecha en la 
que entrará en vigor la Ley de Presu-
puestos Generales del Estado para dicho 
año.

Ambas razones, la coyuntura econó-
mica actual y la necesidad de que se 
inicie la elaboración de los proyectos fi-
nanciables con tiempo suficiente para así 
poder proceder a la distribución de los 
fondos a partir del 1 de enero de 2010, 
determinan la necesidad extraordinaria y 
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urgente de adoptar las medidas previstas 
en este real decreto-ley.

En su virtud, haciendo uso de la auto-
rización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución, a propuesta del Vicepresi-
dente Tercero del Gobierno y Ministro de 
Política Territorial, y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión 
del día 23 de octubre de 2009, dis-
pongo:

CAPÍtULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Creación del Fondo Estatal 
para el Empleo y la Sostenibilidad Lo-
cal.

1. Se crea el Fondo Estatal para el 
Empleo y la Sostenibilidad Local, adscrito 
al Ministerio de Política Territorial, desti-
nado a financiar la realización por los 
Ayuntamientos de inversiones genera-
doras de empleo y actuaciones de ca-
rácter social, de competencia municipal, 
que contribuyan a la sostenibilidad eco-
nómica, social y ambiental.

2. El Fondo carece de personalidad 
jurídica y su gestión se efectuará por la 
Dirección General de Cooperación Local 
del Ministerio de Política Territorial con-
forme a los criterios y principios que se 
contemplan en este real decreto-ley.

Artículo 2. Proyectos de inversión y ac-
tuaciones financiables con cargo a este 
fondo.

1. Podrán financiarse con cargo al 
Fondo los contratos de obras de compe-
tencia municipal definidas en el artículo 
9, y, en su caso, el contrato de redacción 
del proyecto y dirección de dichas obras, 
así como los contratos de suministro para 
el equipamiento de los edificios e insta-
laciones que sean objeto de dichos con-
tratos de obras, de acuerdo con lo pre-
visto en el mismo artículo.

Además, podrán financiarse los con-
tratos de suministros que tengan por ob-
jeto la adquisición de equipos y sistemas 
de telecomunicaciones o para el trata-
miento de la información, sus dispositivos 
y programas; y los contratos de servicios 
que tengan por objeto la implantación y 
desarrollo de sistemas y programas infor-
máticos dirigidos a dar cumplimiento al 
mandato de la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de acceso electrónico de los ciu-
dadanos a los servicios públicos, que-
dando excluidos los servicios de mante-
nimiento.

2. Asimismo podrán financiarse 
gastos corrientes vinculados a programas 
de actuación en el ámbito educativo y 
otros de carácter social de competencia 
municipal, y hasta un montante equiva-
lente al 20 por ciento de los fondos que 
correspondan a cada Ayuntamiento de 
acuerdo con los criterios del artículo si-
guiente.

3. Los Ayuntamientos podrán obtener 
recursos del Fondo para financiar los 
gastos a los que se refieren los apartados 
1 y 2 hasta el importe máximo que para 
cada Ayuntamiento se determine en fun-
ción de los criterios de reparto estable-
cidos en el artículo 3.

4. Podrán atenderse con cargo a las 
dotaciones del presente Fondo los gastos 
que ocasione a la Administración Ge-
neral del Estado su gestión, que incluirá 
la implantación y desarrollo de sistemas 
informáticos, así como la comunicación 
institucional. Estos gastos no podrán su-
perar el 0,2 por ciento del Fondo.

Artículo 3. Criterios de reparto.

1. A los efectos de lo previsto en este 
real decreto-ley, la dotación del Fondo, 
excluidos, en su caso, los gastos deri-
vados de la gestión y comunicación ins-
titucional del mismo, se distribuirá de 
manera proporcional a las cifras de po-
blación correspondientes a cada Muni-
cipio establecidas por el Real Decreto 
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2124/2008, de 26 de diciembre, por el 
que se declaran oficiales las cifras de po-
blación resultantes de la revisión del Pa-
drón Municipal referidas al 1 de enero de 
2008, sin perjuicio de los necesarios 
ajustes derivados de la configuración de 
nuevos Municipios tras la aprobación de 
aquél.

2. El Ministerio de Política Territorial 
hará pública en la página web www.mpt.es 
el día siguiente al de la entrada en vigor 
de este real decreto-ley, la relación de 
Ayuntamientos con indicación de sus res-
pectivos habitantes y de la cuantía 
máxima de la que podrán disponer con 
cargo al Fondo Estatal para el Empleo y la 
Sostenibilidad Local, en función de la 
dotación del mismo que figure en el Pro-
yecto de Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2010. Dicha 
cuantía quedará condicionada a la dota-
ción efectiva del Fondo que se contemple 
en la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2010.

Artículo 4. Plazo de presentación de 
solicitudes de financiación.

El plazo de presentación por los ayun-
tamientos de las solicitudes de financia-
ción a las que se refiere este real decreto-
ley será de tres meses, contados a partir 
del día siguiente a la publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado» de la resolu-
ción del Secretario de Estado de Coope-
ración Territorial en la que se establezca 
el modelo para la presentación de solici-
tudes y las condiciones para su tramita-
ción.

Artículo 5. Verificación de la aplicación 
de los recursos del Fondo a los fines a 
los que iban destinados.

1. La correcta aplicación de los re-
cursos del Fondo a los fines previstos en 
el artículo 1 estará sometida a control por 
parte de la Intervención General de la 
Administración del Estado.

Los controles que se realicen tendrán 
por objeto verificar que los recursos del 
Fondo se han destinado efectivamente a 
la financiación de las inversiones y actua-
ciones a las que estaban destinados, con 
la correspondiente creación o manteni-
miento de puestos de trabajo, y que las 
cuentas justificativas presentadas por los 
correspondientes Ayuntamientos reflejan 
adecuadamente la gestión realizada.

2. Los Ayuntamientos que hubieran 
financiado inversiones y, en su caso, ac-
tuaciones con recursos de este Fondo, 
deberán poner a disposición de la Inter-
vención General de la Administración del 
Estado la documentación y antecedentes 
de las cuentas justificativas presentadas y 
facilitar cuanta información y medios re-
sulten necesarios para que los equipos 
designados por la Intervención General 
de la Administración del Estado puedan 
realizar su trabajo.

Artículo 6. Reintegros.

1. La falta de justificación parcial o 
total de la aplicación de los recursos re-
cibidos con cargo al Fondo implicará la 
obligación de reintegrar las cantidades no 
justificadas.

Se entiende por falta de justificación la 
no remisión al Ministerio de Política Te-
rritorial de la documentación justificativa 
a que se refieren los artículos 16 y 21 o 
su remisión incompleta o conteniendo 
inexactitudes.

También se considerarán no justifi-
cadas aquellas partidas en las que, bien 
mediante las comprobaciones que a tal 
efecto pueda realizar el Ministerio de Po-
lítica Territorial o mediante los controles 
que realice la Intervención General de la 
Administración del Estado, se ponga de 
manifiesto que los recursos del Fondo no 
se han aplicado a los fines para los que 
fueron entregados o que se han incum-
plido las condiciones establecidas en el 
real decreto-ley.
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2. La falta de colaboración que im-
posibilite la comprobación y el control de 
la efectiva aplicación de los recursos del 
Fondo, dará lugar al reintegro total de la 
aportación recibida por la correspon-
diente Entidad Local.

3. Los expedientes de reintegro serán 
tramitados por la Dirección General de 
Cooperación Local, bien a iniciativa 
propia, cuando la exigencia de reintegro 
se derive de las comprobaciones reali-
zadas por este Ministerio, bien a inicia-
tiva de la Intervención General de la Ad-
ministración del Estado, cuando sea con-
secuencia de un control realizado por 
esta última.

Las cantidades a reintegrar tendrán la 
consideración de ingresos de derecho pú-
blico, resultando de aplicación para su 
cobranza lo dispuesto en el capítulo II del 
título I de la Ley 47/2003, de 26 de no-
viembre, General Presupuestaria.

Artículo 7. Seguimiento de los proyec-
tos.

Los Delegados y Subdelegados del Go-
bierno colaborarán con la Dirección Ge-
neral de Cooperación Local en el segui-
miento de los proyectos financiados con 
este Fondo. A tal fin, los Ayuntamientos y 
las empresas adjudicatarias les facilitarán 
el apoyo preciso para el desarrollo de esta 
función.

Artículo 8. Comisiones informativas.

1. Se podrán crear comisiones infor-
mativas en el seno de cada Delegación 
del Gobierno, que estarán presididas por 
los Delegados y en las que participarán 
los Subdelegados del Gobierno respec-
tivos, un representante por cada organi-
zación sindical y empresarial más repre-
sentativa a nivel autonómico, y un repre-
sentante de la asociación representativa 
de las entidades locales con mayor im-
plantación en la Comunidad Autónoma.

Corresponde a estas Comisiones re-
cibir información sobre el desarrollo del 

Fondo en la respectiva Comunidad Autó-
noma.

2. Asimismo, se podrán crear comi-
siones informativas en el seno de cada 
Subdelegación del Gobierno, que estarán 
presididas por el Delegado o, en su caso, 
el Subdelegado del Gobierno correspon-
diente y en las que participarán un repre-
sentante por cada organización sindical 
y empresarial más representativa a nivel 
autonómico, y un representante de la 
asociación representativa de las entidades 
locales con mayor implantación en la Co-
munidad Autónoma.

Corresponde a estas Comisiones re-
cibir información sobre el desarrollo del 
Fondo en la respectiva provincia.

CAPÍtULO II

Procedimiento para la financiación 
de proyectos de inversión

Artículo 9. Tipos de obras, equipamien-
to y otras inversiones financiables.

1. Podrán financiarse con cargo al 
Fondo los contratos de obras definidos en 
el artículo 6 de la Ley 30/2007, de 30 de 
octubre, de Contratos del Sector Público 
dentro del marco de lo establecido en el 
presente artículo. Los contratos deben 
tener por objeto obras de competencia 
municipal incluidas en alguna de las si-
guientes tipologías:

a) Las destinadas a la promoción de 
la actividad económica, la iniciativa em-
prendedora y la innovación, como par-
ques empresariales, parques científicos y 
tecnológicos, centros de conocimiento y 
viveros de empresa, así como su dotación 
de infraestructuras para el despliegue y 
acceso a las redes de telecomunicación 
de nueva generación.

b) Las de creación, equipamiento y 
desarrollo de infraestructuras tecnoló-
gicas y de innovación.
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c) Las destinadas a mejorar el acceso 
a las redes e infraestructuras de las tecno-
logías de la información y de las teleco-
municaciones fijas y móviles, y a su utili-
zación.

d) Las destinadas a impulsar el ahorro 
y la eficiencia energética, así como la 
accesibilidad y utilización de energías 
renovables.

e) Las dirigidas a promover la movi-
lidad sostenible urbana y reforzar los 
modos de transporte menos contami-
nante, incluyendo sistemas de informa-
ción de gestión automática y control, y 
las encaminadas a mejorar la seguridad 
vial.

f) Las destinadas a impulsar el ahorro 
y la eficiencia en la gestión de los re-
cursos hídricos. Construcción, adecua-
ción o mejora de la red de abastecimiento 
de agua potable a domicilio, de sanea-
miento y de infraestructuras de depura-
ción de aguas residuales.

g) Las relacionadas con la gestión y 
tratamiento de los residuos urbanos con 
criterios de sostenibilidad.

h) Las destinadas a la recuperación y 
conservación de áreas naturales y masas 
forestales.

i) Las de prevención y detección de 
incendios y la limpieza y conservación 
de las masas forestales, zonas de especial 
relevancia natural y bosques de ribera.

j) La construcción, adecuación, re-
habilitación o mejora de centros educa-
tivos.

k) La adecuación, rehabilitación o 
mejora de edificios de propiedad muni-
cipal para la atención a personas en situa-
ción de dependencia, así como la supre-
sión de barreras arquitectónicas y mejora 
de la accesibilidad.

l) La construcción, adecuación, re-
habilitación o mejora de centros de ser-
vicios sociales, sanitarios, culturales y 
deportivos.

m) Las de protección y conservación 
del patrimonio histórico y paisajístico 
municipal.

n) Las destinadas a la modernización 
de la Administración municipal mediante 
el establecimiento de procesos de gestión 
documental, digitalización y acceso a 
redes de comunicación de alta velocidad, 
fijas y móviles, con especial considera-
ción para aquellos procesos de moderni-
zación tecnológica que tengan como 
objetivo dar cumplimiento al mandato de 
la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 
electrónico de los ciudadanos a los servi-
cios públicos.

2. Los Ayuntamientos cuya pobla-
ción no supere los 2.000 habitantes, po-
drán, además, realizar con cargo al pre-
sente Fondo contratos que tengan por 
objeto obras de mejora de las redes viarias 
y de adecuación, rehabilitación o regene-
ración de entornos y espacios públicos 
urbanos.

3. Asimismo, podrán financiarse con 
cargo al Fondo los contratos de sumi-
nistro definidos en el artículo 9 de la Ley 
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos 
del Sector Público para el equipamiento 
de los edificios e instalaciones que sean 
objeto de los proyectos previstos en los 
apartados anteriores. La financiación de 
dichos contratos no podrá superar el 20 
por ciento del importe del proyecto al 
que estén vinculados.

En cualquier caso, no podrá fraccio-
narse su objeto con el fin de no superar 
esa cantidad.

4. Sin perjuicio de lo previsto en los 
apartados anteriores, podrán financiarse 
además los contratos de suministro que 
tengan por objeto la adquisición de 
equipos y sistemas de telecomunica-
ciones o para el tratamiento de la infor-
mación, sus dispositivos y programas; así 
como los contratos de servicios que 
tengan por objeto la implantación y de-
sarrollo de sistemas y programas informá-
ticos dirigidos a dar cumplimiento al 
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mandato de la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de acceso electrónico de los ciu-
dadanos a los servicios públicos, que-
dando excluidos los servicios de mante-
nimiento.

5. En el supuesto de que el importe 
final de adjudicación del contrato de 
obras sea inferior al importe autorizado 
en la resolución del Secretario de Estado 
de Cooperación Territorial, debido a las 
bajas realizadas, los Ayuntamientos po-
drán aplicar la diferencia prioritariamente 
a la financiación de los incrementos im-
positivos que normativamente hubieran 
sido establecidos, a la realización de mo-
dificaciones en el contrato a que se re-
fiere el artículo 202 de la Ley de Con-
tratos del Sector Público, y a la adquisi-
ción de nuevos suministros de los ya 
autorizados en la citada resolución, 
siempre que el total de la financiación de 
dichos contratos no sobrepase el límite 
del 20 por ciento del importe del pro-
yecto a que estén vinculados, de acuerdo 
con el apartado anterior.

Artículo 10. Requisitos de las obras y 
otras inversiones financiables.

1. Las obras objeto de los contratos 
deben ser de nueva planificación y de 
ejecución inmediata.

2. Se entiende que son obras de 
nueva planificación aquellas cuya ejecu-
ción no esté prevista en el presupuesto 
consolidado de la entidad local para el 
año 2009 ni en el Presupuesto consoli-
dado para 2010.

3. Se consideran obras de ejecución 
inmediata aquéllas cuya licitación co-
mience antes de que transcurra un mes 
desde la publicación en la página web 
del Ministerio de Política Territorial de la 
resolución de autorización para su finan-
ciación por el Fondo. En el caso de que 
la tramitación aplicable sea la correspon-
diente a los contratos menores, la adjudi-
cación debe producirse dentro de igual 
plazo.

4. Con cargo al Fondo Estatal no po-
drán financiarse obras, suministros o ser-
vicios que hubiesen recibido financiación 
procedente de otros programas de ayudas 
de cualquier Administración Pública, in-
cluidas las procedentes de la Unión 
Europea, salvo que se trate de ulteriores 
fases de obras financiadas a través del 
Fondo Estatal de Inversión Local creado 
por el Real Decreto-ley 9/2008, de 28 de 
noviembre y se encuentren dentro de la 
tipología de obras prevista en el artículo 
9 del presente real decreto-ley.

5. Los contratos de obras deben tener 
un valor estimado, calculado según las 
reglas del artículo 76 de la Ley de Con-
tratos del Sector Público, inferior o igual 
a 5.000.000 euros, sin perjuicio de las 
modificaciones que pudieran estable-
cerse posteriormente en la Unión Europea 
respecto a los umbrales de los contratos 
no sujetos a regulación armonizada. En 
cualquier caso, no podrá fraccionarse su 
objeto con el fin de no superar esa can-
tidad.

Los contratos de suministro y de servi-
cios deben tener, en todo caso, un valor 
estimado, calculado según las reglas del 
artículo 76 de la Ley de Contratos del 
Sector Público, inferior a 200.000 euros 
cada uno, sin perjuicio de las modifica-
ciones que pudieran establecerse poste-
riormente en la Unión Europea respecto 
a los umbrales de los contratos no sujetos 
a regulación armonizada.

6. La licitación de las obras, suminis-
tros o servicios se realizará por cualquiera 
de los procedimientos previstos en la Ley 
de Contratos del Sector Público, abierto, 
restringido o negociado, con o sin publi-
cidad, o serán tramitadas como contrato 
menor.

7. Excepcionalmente, el Ministerio 
de Política Territorial podrá autorizar la 
ejecución directa de las obras por parte 
del Ayuntamiento afectado cuando éste 
no supere la cifra de 200 habitantes, de 
acuerdo con las cifras de población co-
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rrespondientes a cada Municipio estable-
cidas por el Real Decreto 2124/2008, de 
26 de diciembre, por el que se declaran 
oficiales las cifras de población resul-
tantes de la revisión del Padrón Municipal 
referidas al 1 de enero de 2008, sin per-
juicio de los necesarios ajustes derivados 
de la configuración de nuevos Munici-
pios tras la aprobación de aquél.

Artículo 11. Importe financiable.

1. La financiación de cada uno de los 
proyectos solicitados con cargo al Fondo 
cubrirá el importe real de ejecución de la 
obra, del contrato de suministro o del 
contrato de servicios, hasta el límite 
máximo derivado del presupuesto autori-
zado por resolución del Secretario de 
Estado de Cooperación Territorial.

2. Asimismo, en el caso de que la 
redacción del proyecto y la dirección de 
las obras se contrate externamente de 
forma separada al contrato de obras, el 
importe final de dicho contrato podrá fi-
nanciarse también con cargo al Fondo. En 
todo caso, la contratación de la redac-
ción del proyecto deberá ser posterior a 
la entrada en vigor del presente real de-
creto-ley.

Artículo 12. Solicitud de financiación.

1. Los Ayuntamientos presentarán en 
el plazo previsto en el artículo 4 una so-
licitud de financiación por cada proyecto 
de inversión por vía electrónica, a través 
de la página www.mpt.es

2. Las solicitudes, que se presentarán 
únicamente por los Alcaldes, Secretarios 
de la respectiva Corporación o personas 
autorizadas a tal efecto, irán dirigidas a 
las Subdelegaciones del Gobierno y, en 
el caso de las Comunidades Autónomas 
uniprovinciales, a las Delegaciones del 
Gobierno, conforme con el modelo de 
solicitud electrónica que se determine de 
acuerdo con la disposición final tercera.

3. A la solicitud deberá adjuntarse la 
siguiente documentación:

a) Memoria explicativa de la inver-
sión a realizar en la que se especifique:

1.º La denominación de la obra pro-
yectada, una breve descripción de la 
misma, su ubicación geográfica en el tér-
mino municipal y dirección concreta de 
la obra.

En el caso de los contratos de suminis-
tros o servicios previstos en el artículo 9.4 
de este real decreto-ley, se incluirá la de-
nominación de la inversión proyectada y 
una breve descripción de la misma.

2.º  l presupuesto de la inversión pro-
yectada y la fecha prevista de adjudica-
ción de la obra. En dicho presupuesto 
deberán incluirse los gastos de redacción 
del proyecto y la dirección de obras, si 
van a ser objeto de contratación, y el 
importe y una breve descripción del con-
trato de suministro para el equipamiento 
de los edificios e instalaciones que sean 
objeto de dichos proyectos, si fuera pro-
cedente.

En relación con los contratos de sumi-
nistros o servicios previstos en el artículo 
9.4 del presente real decreto-ley, se espe-
cificará el presupuesto de la inversión 
proyectada y la fecha prevista de adjudi-
cación.

3.º Previsión de personas a ocupar 
en la ejecución del proyecto.

b) Certificación de que es una obra, 
suministro o servicio no prevista en el 
presupuesto de la Entidad para el año 
2009 ni en el Presupuesto de 2010.

c) Acuerdo del Pleno o de la Junta de 
Gobierno del Ayuntamiento, según pro-
ceda, en el que se apruebe el proyecto. 
En dicho acuerdo debe especificarse la 
denominación exacta del proyecto y su 
importe con impuestos y sin impuestos.

Artículo 13. Procedimiento para la au-
torización de la financiación.

1. Las Delegaciones y Subdelega-
ciones del Gobierno, en el plazo máximo 
de diez días desde su presentación, veri-
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ficarán que las solicitudes de los pro-
yectos de inversión cumplen las condi-
ciones y requisitos establecidos en el 
presente real decreto-ley y así lo comuni-
carán, de inmediato y por vía electrónica, 
al Secretario de Estado de Cooperación 
Territorial.

2. En el plazo de los diez días si-
guientes a la recepción de la verificación 
de las solicitudes a que se refiere el apar-
tado anterior, y, en todo caso, a partir del 
1 de enero de 2010, el Secretario de Es-
tado de Cooperación Territorial dictará la 
resolución de autorización para la finan-
ciación de cada uno de los proyectos con 
indicación de los recursos que procedan, 
y ordenará su publicación en la página 
web del Ministerio de Política Territorial.

3. La Secretaría de Estado de Coope-
ración Territorial formulará las solicitudes 
de información que sean precisas, comu-
nicándolo a los solicitantes por vía elec-
trónica y a través de la aplicación infor-
mática, para, en su caso, completar la 
solicitud y la documentación que la 
acompaña.

Artículo 14. Ejecución directa de las 
obras.

En el supuesto que la resolución del 
Secretario de Estado de Cooperación Te-
rritorial autorice la ejecución directa de 
las obras por el Ayuntamiento, la Direc-
ción General de Cooperación Local li-
brará el 85 por ciento del importe autori-
zado incrementado con el importe del 
Impuesto sobre el Valor Añadido repercu-
tible o impuesto asimilable.

Artículo 15. Adjudicaciones de las 
obras, suministros y servicios.

1. Los Ayuntamientos comenzarán la 
licitación de las obras, y de los servicios 
y suministros previstos en el artículo 9.4 
del presente real decreto-ley, antes de 
que transcurra el plazo de un mes a contar 
desde el día siguiente al de la publicación 
en la página web del Ministerio de Polí-

tica Territorial de la resolución de autori-
zación del Secretario de Estado de Co-
operación Territorial prevista en el ar-
tículo 13.2.

2. Cuando se adjudiquen las obras, o 
los servicios y suministros descritos en el 
artículo 9.4 que sean objeto de financia-
ción con recursos del Fondo, el Ayunta-
miento presentará, por vía electrónica y 
a través de la página www.mpt.es un cer-
tificado del Secretario del Ayuntamiento 
con la conformidad del Alcalde, en el que 
constarán:

a) El procedimiento de licitación de 
las obras, servicios o suministros.

b) La fecha de adjudicación defini-
tiva.

c) La identidad de la empresa adju-
dicataria.

d) El plazo de ejecución de las obras, 
servicios o suministros.

e) El importe por el que se adjudica 
el contrato.

f) El número de personas a ocupar 
por las empresas adjudicatarias o los sub-
contratistas de aquéllas, especificando las 
que formen parte de la empresa y las de 
nueva contratación.

g) El número de cuenta al que se 
efectuará el libramiento de los recursos.

La emisión del certificado implica la 
asunción por parte del Ayuntamiento del 
compromiso de efectuar el seguimiento 
de la creación de empleo que resulta de 
la adjudicación del contrato.

3. Recibido el certificado, la Direc-
ción General de Cooperación Local veri-
ficará su contenido con las reglas del 
presente real decreto-ley y librará los re-
cursos a favor del correspondiente Ayun-
tamiento por el 85 por ciento del importe 
de adjudicación de las obras, o de los 
servicios o suministros previstos en el ar-
tículo 9.4, y, en su caso, de los gastos de 
elaboración del proyecto y de la direc-
ción de obra, incrementado con el im-
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porte del Impuesto sobre el Valor Añadido 
repercutible o impuesto asimilable según 
la disposición adicional decimosexta de 
la Ley de Contratos del Sector Público.

4. En los supuestos en que concurran 
causas de fuerza mayor o imposibilidad 
material que impidan el cumplimiento de 
los plazos de licitación y la adjudicación, 
y que sean debidamente acreditadas por 
quien ostente las funciones de fe pública, 
podrán ampliarse, previa autorización de 
la Dirección General de Cooperación 
Local.

Artículo 16. Justificación y última reme-
sa de fondos.

1. La fecha límite de ejecución de las 
obras, y de la adquisición de los servicios 
y suministros será el 31 de diciembre de 
2010.

2. Los Ayuntamientos tendrán de 
plazo para acreditar la realización de las 
inversiones y la finalización de las obras, 
así como la adquisición de los suminis-
tros o servicios, hasta la finalización del 
primer trimestre de 2011.

No obstante, la Dirección General de 
Cooperación Local, a solicitud razonada 
y debidamente motivada del Ayunta-
miento, podrá otorgar una prórroga, que 
no excederá de seis meses, cuando inci-
dencias no imputables a la administra-
ción contratante surgidas en la ejecución 
del contrato de obras, de suministros o de 
servicios la hayan retrasado. En este caso, 
la justificación deberá presentarse dentro 
del mes siguiente a la conclusión de la 
citada prórroga.

En el caso de incumplimiento de estos 
plazos se estará a lo previsto en el artículo 6.

3. La justificación se presentará por 
vía electrónica a través de la página www.
mpt.es En el caso de los contratos de 
obras, la justificación consistirá en una 
memoria de actuación acreditativa de los 
puestos de trabajo creados, con identifi-
cación de los trabajadores contratados, 

junto con una relación de las certifica-
ciones de obra, con identificación del 
acreedor y un certificado del Interventor 
o Secretario-Interventor en el que se acre-
diten la ejecución del contrato y el pago 
del precio, tanto del contrato de obras 
como, en su caso, del contrato de redac-
ción del proyecto y dirección de dichas 
obras, así como el acta de recepción y la 
certificación final de obra. En el caso de 
los contratos de suministro ligados a la 
realización de una obra, la justificación 
consistirá en la presentación de un certi-
ficado del Interventor o Secretario-Inter-
ventor en el que se acrediten la ejecución 
del contrato y el pago del precio, así 
como el acta de recepción.

En el supuesto de suministros o servi-
cios de los previstos en el artículo 9.4 de 
la presente norma, la justificación consis-
tirá en una memoria de actuación acredi-
tativa de los puestos de trabajo creados o 
mantenidos, y un certificado del inter-
ventor o secretario-interventor en el que 
se acrediten la ejecución del contrato y 
el pago del precio, así como el acta de 
recepción.

4. Se presentará una justificación in-
dependiente por cada una de las obras 
financiadas así como por cada uno de los 
contratos de suministro o servicios.

5. Una vez recibida la justificación, 
la Dirección General de Cooperación 
Local dará orden para que se libre la úl-
tima remesa de fondos por la diferencia 
entre el importe de la provisión previa 
efectuada conforme al artículo 15.3 y el 
importe real de la obra ejecutada, a lo 
que se añadirá el importe de los suminis-
tros ligados a la misma recibidos, con el 
límite del presupuesto autorizado.

En el caso de los suministros y servi-
cios del artículo 9.4 de este real decreto-
ley, una vez recibida la justificación, la 
Dirección General de Cooperación Local 
dará orden para que se libre la última 
remesa de fondos por la diferencia entre 
el importe de la provisión previa efec-
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tuada conforme al artículo 15.3 y el im-
porte real ejecutado, con el límite del 
presupuesto autorizado.

Artículo 17. Especialidades en la con-
tratación a realizar por los Ayunta-
mientos.

1. La contratación de las obras, de 
los suministros o de los servicios finan-
ciados con arreglo a este real decreto-ley 
tendrá la consideración de urgente a los 
efectos previstos en el artículo 96 de la 
Ley de Contratos del Sector Público, apli-
cándose, además, las siguientes normas 
procedimentales:

a) En todo caso, la adjudicación pro-
visional de los correspondientes contratos 
deberá efectuarse en el plazo máximo de 
20 días naturales, contados desde que 
finalice el plazo de presentación de pro-
posiciones si para la adjudicación se 
sigue un procedimiento abierto, restrin-
gido o negociado con publicidad, y desde 
que se soliciten ofertas si el procedi-
miento es negociado sin publicidad.

b) El plazo para elevar a definitiva la 
adjudicación provisional a que hace refe-
rencia el primer inciso del párrafo tercero 
del artículo 135.4 de la Ley de Contratos del 
Sector Público será de 10 días hábiles.

2. En los contratos que vayan a finan-
ciarse con cargo al Fondo deberá asegu-
rarse, mediante la inclusión de una cláu-
sula estableciendo una condición espe-
cial de ejecución de acuerdo con el 
artículo 102 de la Ley de Contratos del 
Sector Público, que el nuevo personal 
que el contratista necesite emplear para 
la ejecución de las obras se encuentre en 
situación de desempleo, prioritariamente 
en situación de desempleo de larga dura-
ción y que sea requerido a través de los 
Servicios Públicos de Empleo.

3. Para la adjudicación de los con-
tratos financiados con cargo al Fondo, los 
Ayuntamientos tomarán en considera-
ción, como criterios de adjudicación para 
la valoración de las ofertas, indicadores 

relevantes de la medida en que el con-
trato de obra contribuirá al fomento del 
empleo.

4. El expediente de contratación se 
tramitará por el Ayuntamiento con cargo 
a la financiación que le haya sido atri-
buida por el Fondo. La resolución de la 
autorización de la financiación del pro-
yecto, servirá de acreditación a los efectos 
previstos en el artículo 93, apartados 3 y 
5, de la Ley de Contratos del Sector Pú-
blico, de la existencia y disponibilidad de 
crédito para la ejecución de los contratos 
previstos en este real decreto-ley.

5. Los ayuntamientos tendrán la obli-
gación de abonar a los contratistas el 
precio de las obras, de los suministros o 
de los servicios dentro de los 30 días 
naturales siguientes a la fecha de recep-
ción por el Ayuntamiento de las certifica-
ciones de obra o de los correspondientes 
documentos que acrediten la realización 
parcial o total del contrato.

Los contratistas deberán abonar a los 
subcontratistas el precio pactado por las 
prestaciones cuya realización les hayan 
encomendado en el plazo máximo de 30 
días naturales, computado desde la fecha 
de aprobación por el contratista principal 
de la factura emitida por el subcontratista 
o suministrador.

CAPÍtULO III

Financiación de actuaciones  
de interés social

Artículo 18. Tipos de gastos corrientes 
financiables.

Podrán financiarse con cargo al Fondo 
gastos corrientes de programas de actua-
ción de naturaleza social en que incurran 
los Ayuntamientos en el ejercicio de sus 
competencias durante 2010, y se encuen-
tren contemplados o se incluyan en el 
presupuesto municipal correspondiente, 
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de acuerdo con el procedimiento y los 
límites fijados en los artículos siguientes.

Se entiende por este tipo de gastos los 
relativos a:

a) educación,

b) servicios de atención a las per-
sonas en situación de dependencia,

c) los derivados de las prestaciones 
de servicios sociales y de promoción y 
reinserción social.

Artículo 19. Solicitud de financiación.

1. Los Ayuntamientos podrán obtener 
recursos del Fondo para financiar los pro-
gramas de actuación a que se refiere el 
artículo anterior, hasta el importe máximo 
del 20 por ciento de la cantidad que para 
cada Ayuntamiento se determine en fun-
ción de los criterios de reparto estable-
cidos en el artículo 3.

2. Los Ayuntamientos presentarán en 
el plazo previsto en el artículo 4 una so-
licitud de financiación por cada programa 
de actuación por vía electrónica, a través 
de la página www.mpt.es

3. Las solicitudes, que se presentarán 
únicamente por los Alcaldes, Secretarios 
de la respectiva Corporación o personas 
autorizadas a tal efecto, irán dirigidas a 
las Subdelegaciones del Gobierno y, en 
el caso de las Comunidades Autónomas 
uniprovinciales, a las Delegaciones del 
Gobierno, conforme con el modelo de 
solicitud electrónica que se determine de 
acuerdo con la disposición final tercera.

4. A la solicitud deberá adjuntarse la 
siguiente documentación:

a) Memoria explicativa de la soli-
citud de financiación en la que se espe-
cifique el programa de actuación, una 
estimación del número de beneficiarios 
de dicho programa, así como el presu-
puesto de gasto previsto.

b) Acuerdo del Pleno o de la Junta de 
Gobierno del Ayuntamiento, según pro-
ceda, en el que se apruebe la presenta-

ción de la solicitud del programa de ac-
tuación de que se trate.

Artículo 20. Procedimiento para la au-
torización de la financiación.

1. Las Delegaciones y Subdelega-
ciones del Gobierno, en el plazo máximo 
de diez días desde su presentación, veri-
ficarán que las solicitudes cumplen las 
condiciones y requisitos establecidos en 
el presente real decreto-ley y así lo comu-
nicarán, de inmediato y por vía electró-
nica, al Secretario de Estado de Coopera-
ción Territorial.

2. En el plazo de los diez días si-
guientes a la recepción de la verificación 
de las solicitudes a que se refiere el apar-
tado anterior, y en todo caso a partir del 
1 de enero de 2010, el Secretario de Es-
tado de Cooperación Territorial dictará la 
resolución de autorización para la finan-
ciación de cada uno de los programas de 
actuación con indicación de los recursos 
que procedan, y ordenará su publicación 
en la página web del Ministerio de Polí-
tica Territorial.

3. Una vez publicada la resolución 
de autorización en la página web del Mi-
nisterio de Política Territorial, el Ayunta-
miento presentará, por vía electrónica y 
a través de la página www.mpt.es un cer-
tificado del Secretario del Ayuntamiento 
en el que se acredite que el gasto autori-
zado se encuentra contemplado en el 
presupuesto del Ayuntamiento.

4. Recibido el certificado, la Direc-
ción General de Cooperación Local veri-
ficará su contenido y librará los recursos 
a favor del correspondiente Ayuntamiento 
por el 85 por ciento del importe del pro-
grama de actuación.

5. Asimismo, la Secretaría de Estado 
de Cooperación Territorial, en su caso, 
formulará las solicitudes de información 
que sean precisas, comunicándolo a los 
solicitantes por vía electrónica y a través 
de la aplicación informática, para, en su 
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caso, completar la solicitud y la docu-
mentación que la acompaña.

Artículo 21. Justificación y última reme-
sa de fondos.

1. La fecha límite para la realización 
de estas actuaciones es el 31 de diciembre 
de 2010.

2. Los Ayuntamientos tendrán de 
plazo para acreditar la realización de 
estos gastos hasta la finalización del 
primer trimestre de 2011.

3. La justificación, que se presentará 
por vía electrónica a través de la página 
www.mpt.es, consistirá en una memoria 
acreditativa de las actuaciones realizadas, 
incluyendo el tipo de servicios y presta-
ciones sociales realizadas, así como el 
número de beneficiarios de éstos, junto 
con un certificado del Interventor o Se-
cretario-Interventor en el que se acredite 
la relación de gastos en los que se ha in-
currido para la realización de las actua-
ciones realizadas.

4. Se presentará una justificación in-
dependiente por cada uno de los pro-
gramas de actuación financiados con 
cargo al Fondo.

5. Una vez recibida la justificación, 
la Dirección General de Cooperación 
Local dará orden para que se libre la úl-
tima remesa de fondos por la diferencia 
entre el importe de la provisión previa 
efectuada conforme al artículo 20 y el 
importe real de los gastos realizados, con 
el límite de la financiación aprobada por 
la Resolución del Secretario de Estado de 
Cooperación Territorial.

Disposición adicional primera. Contra-
tación de trabajadores.

1. A efectos de lo previsto en el pre-
sente real decreto-ley, sólo se compu-
tarán los contratos realizados o por rea-
lizar con los trabajadores desempleados 
inscritos en los Servicios Públicos de Em-

pleo correspondientes como deman-
dantes de empleo no ocupados.

También se computarán los contratos 
realizados o por realizar con trabajadores 
autónomos que hayan cesado en su acti-
vidad y que estén inscritos en los Servi-
cios Públicos de Empleo correspon-
dientes, como demandantes de empleo 
no ocupados.

2. A efectos de lo previsto en este 
real decreto-ley, se entiende por personas 
desempleadas de larga duración las que 
estuvieran inscritas en los Servicios Pú-
blicos de Empleo correspondientes como 
demandantes de empleo al menos 12 
meses antes de la fecha de contratación.

3. La contratación de personas des-
empleadas a que se refiere el presente 
real decreto-ley deberá hacerse a través 
de los Servicios Públicos de Empleo co-
rrespondientes.

Disposición adicional segunda. Agru-
paciones y Mancomunidades de Mu-
nicipios.

1. Las mancomunidades de munici-
pios reguladas en el artículo 44 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local, podrán pre-
sentar proyectos de financiación hasta el 
importe máximo de la suma de las canti-
dades que, según el artículo 3.1, corres-
ponde a cada uno de los Ayuntamientos 
que las integran siempre que no superen 
los límites establecidos para cada con-
trato en este real decreto-ley.

A los efectos de no superar el importe 
máximo indicado, las mancomunidades 
de municipios identificarán en el mo-
mento de la presentación de la solicitud 
el coste del proyecto de cada uno de los 
Ayuntamientos integrados en la Manco-
munidad.

La presentación de las solicitudes se 
realizará de acuerdo con lo previsto en 
los artículos 12 y 19, sustituyendo el 
Acuerdo del Ayuntamiento por el acuerdo 
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del órgano de gobierno a quien competa 
la aprobación del proyecto según los Es-
tatutos propios de la Mancomunidad.

2. En los mismos términos que las 
Mancomunidades, las agrupaciones de dos 
o más municipios constituidas para el desa-
rrollo y la ejecución de los proyectos con-
templados en este real decreto-ley podrán 
presentar proyectos de financiación hasta el 
importe máximo de la suma de las canti-
dades que corresponde a cada uno de los 
Ayuntamientos que las integran.

A estos efectos, la solicitud será pre-
sentada por uno de los Ayuntamientos y, 
con el fin de no superar el importe 
máximo contemplado, se identificará en 
el momento de la presentación de la so-
licitud el coste del proyecto de cada uno 
de los Ayuntamientos integrados en la 
agrupación.

La presentación de solicitudes incluirá 
los acuerdos de todos los Ayuntamientos 
participantes, conforme a lo previsto en 
los artículos 12 y 19. Al Ayuntamiento 
responsable de la presentación de la so-
licitud le corresponderá el cumplimiento 
de los requisitos sobre adjudicación y 
justificación de los proyectos según lo 
dispuesto en este real decreto-ley.

Disposición adicional tercera. Coope-
ración de las Diputaciones Provincia-
les, Consells y Cabildos insulares.

En cumplimiento de lo previsto en el 
artículo 36.1 b) de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, reguladora de las Bases del Ré-
gimen Local, las Diputaciones provin-
ciales y los Consells Insulares y Cabildos 
Insulares prestarán asistencia y coopera-
ción jurídica y técnica a los Municipios 
para la preparación y gestión de las soli-
citudes de financiación reguladas en este 
real decreto-ley.

Disposición adicional cuarta. Informa-
ción.

El Ministerio de Política Territorial co-
municará a las Diputaciones provinciales, 

los Consells Insulares y los Cabildos Insu-
lares, así como a las Diputaciones Forales 
del País Vasco y a las Comunidades Autó-
nomas, la relación de proyectos adjudi-
cados en los municipios correspondientes 
a su ámbito territorial.

Disposición adicional quinta. Pliegos 
tipo de cláusulas administrativas.

Para facilitar la tramitación de los co-
rrespondientes expedientes, en el plazo 
de quince días contados desde la entrada 
en vigor de este real decreto-ley, la Junta 
Consultiva de Contratación Administra-
tiva del Estado elaborará y hará público 
un pliego tipo de cláusulas administra-
tivas que los ayuntamientos interesados 
podrán utilizar para la preparación de la 
documentación necesaria para licitar y 
contratar las obras o suministros finan-
ciados con cargo al Fondo Estatal para el 
Empleo y la Sostenibilidad Local. Asi-
mismo, este pliego se hará público a 
través de la sede electrónica del Minis-
terio de Política Territorial.

Disposición adicional sexta. Identifica-
ción de la fuente de financiación.

En los proyectos de obras financiados 
con cargo al Fondo regulado en este real 
decreto-ley deberá hacerse constar, en 
lugar visible, la leyenda «Fondo Estatal 
para el empleo y la sostenibilidad local-
Gobierno de España».

A estos efectos, se reutilizarán los car-
teles anunciadores de las obras realizadas 
durante el ejercicio 2009 con cargo al 
Fondo Estatal de Inversión Local apro-
bado por el Real Decreto-Ley 9/2008, de 
28 de noviembre, con las modificaciones 
que resulten precisas. A tal fin los Ayun-
tamientos facilitarán a las empresas con-
tratistas los mencionados carteles.

Asimismo, en todas las actividades de 
difusión que realicen los Ayuntamientos 
en relación con las inversiones o actua-
ciones financiadas con el presente fondo, 
deberá constar la leyenda señalada en el 
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párrafo primero de esta disposición adi-
cional.

Disposición adicional séptima. Apertu-
ra de cuenta corriente diferenciada 
para la gestión del Fondo.

El libramiento de los recursos del Fondo 
que se realice a cada entidad local se ingre-
sará en una cuenta corriente habilitada es-
pecíficamente a tal efecto. Dicha cuenta 
corriente deberá destinarse exclusivamente 
a la financiación y pago de los proyectos de 
inversión y las actuaciones financiables con 
cargo al Fondo, y no podrá modificarse du-
rante la tramitación del expediente, salvo 
por causas de fuerza mayor debidamente 
acreditadas, y previa autorización de la Di-
rección General de Cooperación Local. Por 
Resolución del Secretario de Estado de Co-
operación Territorial se establecerán los cri-
terios de aplicación de esta disposición 
adicional.

Disposición adicional octava. Aporta-
ción de información por parte de la 
Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria y de la Tesorería General de la 
Seguridad Social.

La Agencia Estatal de Administración 
Tributaria y la Tesorería General de la 
Seguridad Social, una vez hecha publica 
la relación a que se refiere el artículo 3.2 
en la página web del departamento, faci-
litarán a los órganos competentes del Mi-
nisterio de Política Territorial los datos 
necesarios exclusivamente con el fin de 
comprobar el cumplimiento de las obli-
gaciones tributarias y con la Seguridad 
Social de las entidades locales solici-
tantes, con las garantías previstas en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de di-
ciembre, de Protección de Datos de Ca-
rácter Personal y en la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria.

Disposición adicional novena. Gastos 
del Fondo en el ejercicio 2009.

Las obligaciones correspondientes a 
gastos derivados de la gestión y comuni-

cación institucional del Fondo Estatal 
para el empleo y la sostenibilidad local 
que se refiere el artículo 2.4 que se ge-
neren en 2009, podrán atenderse con 
cargo al Fondo con el límite previsto en 
dicho artículo.

Disposición adicional décima. Crea-
ción de las comisiones informativas.

Las comisiones informativas a las que 
se refiere el artículo 8 se crearán y funcio-
narán sin suponer incremento de gasto 
público. La asistencia a dichas reuniones 
no conllevará compensación econó-
mica.

Disposición final primera. Títulos com-
petenciales.

El presente real decreto-ley se dicta al 
amparo de las competencias estatales 
previstas en el artículo 149.1.1.ª, 13.ª, 
14.ª y 18.ª de la Constitución.

Disposición final segunda. Habilitación 
normativa.

Se faculta al titular del Ministerio de 
Política Territorial a adoptar las disposi-
ciones necesarias para la aplicación y 
desarrollo de lo previsto en el presente 
real decreto-ley.

Disposición final tercera. Modelo de 
presentación de solicitudes.

En el plazo de una semana desde la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, 
el Secretario de Estado de Cooperación 
Territorial dictará una Resolución en la 
que se establecerá el modelo para la pre-
sentación de solicitudes, así como las 
condiciones para su tramitación.

Disposición final cuarta. Entrada en vi-
gor.

El presente real decreto-ley entrará en 
vigor el día de su publicación en el «Bo-
letín Oficial del Estado».

Boletín núm. 2097–Pág. 66



– 2811 –

           

Dado en Madrid, el 26 de octubre de 
2009.

JUAN CARLOS R.

 El Presidente del Gobierno,
 JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

Derecho de asilo 

LEY 12/2009, de 30 de octubre, regula-
dora del derecho de asilo y de la protec-
ción subsidiaria. («boe»núm. 263 de 31 
de octubre de 2009.)

JUAN CARLOS I
rey de espaÑa

A todos los que la presenten vieren y 
entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la si-
guiente ley.

PREÁmBULO

La vigente regulación del derecho de 
asilo en España, al margen de antece-
dentes históricos de limitada trascendencia 
práctica que se remontan al siglo xix, data 
de 1984, año en que la Ley 5/1984, de 26 
de marzo, reguladora del derecho de 
asilo y de la condición de refugiado, vino 
a desarrollar el mandato contenido en el 
apartado cuatro del artículo 13 de la 
Constitución.

Esta norma, primera que abordaba la 
institución del asilo en un marco demo-
crático y de libertades, sufrió una pro-
funda revisión en 1994, al objeto de ade-
cuar el ordenamiento español a la rápida 
evolución en la cantidad y en las carac-
terísticas de las solicitudes de asilo que se 
produjo en el contexto de la Unión 
Europea en la segunda mitad de los años 
80 del pasado siglo. Contribuyó, además, 

a corregir las deficiencias detectadas en 
su aplicación y a avanzar en el régimen 
de protección a los refugiados, a los que, 
a partir de entonces, se concede el de-
recho de asilo en un contexto europeo de 
progresiva armonización de las legisla-
ciones nacionales de asilo.

Transcurridos más de catorce años 
desde esta primera modificación, se ha 
desarrollado una política europea de 
asilo, que arranca con el Tratado de Áms-
terdam de 1997 y que ha producido un 
extenso elenco de normas comunitarias 
que deben ser incorporadas al ordena-
miento jurídico interno mediante los 
oportunos cambios legislativos que, en 
algunos casos, son de gran entidad.

De entre estas normas destacan, por 
afectar al núcleo de todo sistema de asilo, 
la Directiva 2004/83/CE, del Consejo, de 
29 de abril, por la que se establecen 
normas mínimas relativas a los requisitos 
para el reconocimiento y el estatuto de 
nacionales de terceros países o apátridas 
como refugiados o personas que nece-
sitan otro tipo de protección internacional 
y al contenido de la protección conce-
dida; la Directiva 2005/85/CE, del Con-
sejo, de 1 de diciembre, sobre normas 
mínimas para los procedimientos que 
deben aplicar los Estados miembros para 
conceder o retirar la condición de refu-
giado; y el capítulo V de la Directiva 
2003/86/CE, del Consejo, de 22 de sep-
tiembre, sobre el derecho de reagrupa-
ción familiar relativo a los refugiados.

De la naturaleza misma de las normas 
mínimas se desprende que los Estados 
miembros tienen competencia para intro-
ducir o mantener disposiciones más favo-
rables para las personas de terceros países 
o apátridas que pidan protección interna-
cional a un Estado miembro, siempre que 
tales normas sean compatibles con lo dis-
puesto en las Directivas comunitarias que 
con la presente Ley se transponen.

La transposición de esta legislación de 
la Unión Europea supone la total acogida 
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en nuestro ordenamiento de la denomi-
nada Primera Fase del Sistema Europeo 
Común de Asilo, tal y como se recoge en 
las Conclusiones de Tampere de 1999 y se 
ratifica en el Programa de La Haya de 
2004, pues contiene las bases para la 
constitución de un completo régimen de 
protección internacional garante de los 
derechos fundamentales, partiendo de la 
Convención de Ginebra de 1951 y el Pro-
tocolo de Nueva York de 1967, sobre el 
estatuto de los refugiados como piedra 
angular del régimen jurídico internacional 
de protección de las personas refugiadas.

A su vez, desde una perspectiva de 
ámbito nacional, la Ley introduce una 
serie de disposiciones, dentro del margen 
que comporta la normativa europea, que 
responden a su voluntad de servir de ins-
trumento eficaz para garantizar la protec-
ción internacional de las personas a 
quienes les es de aplicación y de reforzar 
sus instituciones: el derecho de asilo y la 
protección subsidiaria, en un marco de 
transparencia de las decisiones que se 
adoptan.

Una de ellas es el lugar destacado que 
se concede a la intervención del Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados (ACNUR). Otra es la intro-
ducción de un marco legal para la adop-
ción de programas de reasentamiento, en 
solidaridad con la Comunidad Interna-
cional en la búsqueda de soluciones du-
raderas para los refugiados.

Por otro lado, la vigente Ley 5/1984, de 
26 de marzo, a pesar de la indiscutible 
utilidad que ha mostrado como instrumento 
regulador de los mecanismos de reconoci-
miento de la condición de refugiado, con-
tiene disposiciones que, con el transcurso 
del tiempo, han perdido eficacia, a la vez 
que, por su relativa antigüedad, no con-
templa cuestiones que en la actualidad son 
esenciales e insoslayables en el ámbito de 
la protección internacional.

Consecuentemente, y ante el alcance 
de las modificaciones impuestas por estos 

condicionantes, se ha considerado nece-
sario, por razones de técnica legislativa, 
adoptar una nueva Ley que desarrolle lo 
dispuesto en el apartado cuarto del ar-
tículo 13 de la Constitución, en lugar de 
proceder a realizar en la Ley 5/1984, de 
26 de marzo, modificaciones parciales. 
Esta opción ha de permitir tanto satisfacer 
adecuadamente las necesidades deri-
vadas de la incorporación del amplio 
elenco de actos normativos de la Unión 
Europea, como reflejar de modo ade-
cuado las nuevas interpretaciones y crite-
rios surgidos en la doctrina internacional 
y en la jurisprudencia de órganos supra-
nacionales como el Tribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas o el Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos, 
con el objeto de mejorar las garantías de 
las personas solicitantes y beneficiarias 
de protección internacional.

La nueva Ley debe además adaptarse 
a los criterios que se desprenden de la 
doctrina y de la jurisprudencia de los tri-
bunales en materia de asilo.

Expuesta la finalidad y la pertinencia 
de este nuevo texto legal, conviene justi-
ficar su estructura y contenido. Desde 
este punto de vista, la Ley consta de seis 
títulos, completados con ocho disposi-
ciones adicionales, dos transitorias, una 
derogatoria y cuatro finales.

En el título Preliminar se establece la 
finalidad de la Ley y el objeto material de 
regulación, determinando el contenido de 
la protección internacional integrada por 
el derecho de asilo y el derecho a la pro-
tección subsidiaria. Este segundo tipo de 
protección internacional se introduce por 
primera vez en nuestro ordenamiento de 
forma explícita, mejorando significativa-
mente la actual situación, en que esta pro-
tección se ha venido aplicando sobre la 
base de unas genéricas previsiones de pro-
tección humanitaria contenidas en la Ley.

El título I se dedica a los requisitos que 
deben cumplirse para dar lugar a la con-
cesión del derecho de asilo derivado del 

Boletín núm. 2097–Pág. 68



– 2813 –

           

reconocimiento de la condición de per-
sona refugiada o beneficiaria de protec-
ción subsidiaria. Se detallan y delimitan, 
también por vez primera, todos los ele-
mentos que integran la clásica definición 
de refugiado: persecución, motivo de 
persecución y agente perseguidor. Es en 
este título en el que encuentran cabida 
algunos de los aspectos más innovadores 
de la Ley, con especiales referencias a la 
dimensión de género en relación con los 
motivos que, en caso de existir persecu-
ción, pueden conducir a la concesión del 
estatuto de refugiado. Se incluyen igual-
mente, y con un detalle sin precedentes 
en nuestra legislación, las correlativas 
causas que determinan el cese o la exclu-
sión del disfrute del derecho de asilo.

Además, el título I dedica todo un ca-
pítulo, de manera paralela y con arreglo 
a parámetros análogos, a la novedosa fi-
gura de la protección subsidiaria, que 
hasta ahora aparecía configurada como 
una institución carente de entidad propia 
y, por ende, desprovista de una regula-
ción detallada de sus elementos constitu-
tivos.

En esta línea, debe destacarse que la 
Ley regula la protección subsidiaria si-
guiendo las mismas pautas utilizadas con 
el derecho de asilo. Ello es consecuencia 
lógica de la voluntad de unificar en su 
práctica totalidad ambos regímenes de 
protección, atendiendo a que, más allá 
de las diferencias que puedan existir entre 
las causas que justifican uno y otro, el 
propósito común de ambos es que las 
personas beneficiarias reciban una pro-
tección, frente a riesgos para su vida, in-
tegridad física o libertad, que no pueden 
encontrar en sus países de origen.

El título II se dedica en su totalidad al 
procedimiento a seguir para determinar 
las necesidades de protección de los so-
licitantes. Sobre este particular, cabe su-
brayar que el nuevo texto mejora la regu-
lación vigente al establecer un procedi-
miento completo para evaluar la 

procedencia del estatuto de refugiado o 
de protección subsidiaria.

El procedimiento es único para los dos 
tipos de protección, lo que, además de re-
sultar coherente con la identificación que 
la Ley hace de los dos regímenes de protec-
ción, permitirá que, al examinar de manera 
simultánea –y, eventualmente, de 
oficio– ambas posibilidades, se eviten di-
laciones innecesarias o prácticas abusivas.

En todo caso, se introducen previsiones 
normativas que mejoran significativamente 
las garantías procedimentales en el examen 
de las correspondientes solicitudes. Es el 
caso de la generalización de garantías 
contencioso-administrativas de carácter 
judicial, como son las medidas cautelares 
previstas en el artículo 135 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
cuya utilización en la práctica es actual-
mente incipiente y casuística, y la inter-
vención del ACNUR, a la que se dedica el 
capítulo IV, y que supone una garantía del 
justo funcionamiento del sistema.

El título contiene también un capítulo 
que innova nuestro sistema de protección 
de derechos y libertades, al dotar de res-
paldo legal formal a las condiciones ma-
teriales de acogida de las personas solici-
tantes o beneficiarias de protección inter-
nacional. De este modo, la Ley sanciona 
al máximo nivel jurídico la obligación de 
proporcionar servicios sociales y de aco-
gida a las personas solicitantes en estado 
de necesidad.

El título III de la Ley se destina al man-
tenimiento o recomposición de la unidad 
familiar de las personas solicitantes o be-
neficiarias de protección internacional. La 
Ley ha mantenido la extensión familiar de 
la protección internacional para los inte-
grantes de la unidad familiar de las per-
sonas solicitantes o protegidas, al tiempo 
que amplía el ámbito de posibles benefi-
ciarias, tomando en consideración que la 
realidad ofrece configuraciones familiares 
que rebasan el concepto de familia nu-
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clear, más propio de nuestro ordena-
miento en el terreno de la inmigración.

Junto a ello, la Ley incorpora un pro-
cedimiento especial y preferente de re-
agrupación familiar que garantiza el de-
recho a la vida en familia de las personas 
refugiadas o beneficiarias de protección 
subsidiaria amparado en las previsiones 
de la Directiva 2003/86/CE, del Consejo, 
de 22 de septiembre, sobre el derecho a 
la reagrupación familiar. El procedimiento 
se configura como una alternativa a la 
extensión familiar de derecho de asilo, 
hasta ahora la única opción para los refu-
giados, y pretende dar una respuesta más 
eficaz a los casos en que las personas 
integrantes de la unidad familiar de la 
persona protegida no requieren ellas 
mismas de protección, pero sí de un ré-
gimen de residencia y prestaciones que 
permitan el mantenimiento de la unidad 
familiar en condiciones óptimas.

El título IV, por su parte, regula las fi-
guras de la revocación y el cese de la 
protección internacional. En este sentido, 
se regulan las causas que motivan cada 
una de dichas decisiones administrativas 
respecto a las personas beneficiarias del 
estatuto de refugiado o de la protección 
subsidiaria. El título da respuesta, así, a 
las nuevas exigencias derivadas de los 
más recientes actos jurídicos de la Unión 
Europea e introduce medidas adecuadas 
para evitar que quienes puedan suponer 
un peligro para la seguridad del Estado, 
el orden público o que desarrollen actua-
ciones incompatibles con el estatuto de 
protección internacional puedan benefi-
ciarse de ésta.

Asimismo, se introduce un procedi-
miento común para la adopción de tales 
figuras jurídicas, y se da un paso más en 
la construcción del Espacio de Libertad, 
Seguridad y Justicia.

A continuación, se ha considerado 
oportuno dedicar un título, el título V, a 
los menores y a otras personas vulnera-
bles necesitadas de cualquiera de las dos 

modalidades de protección internacional 
que regula la Ley. La inclusión de este 
título y el tratamiento que en él se otorga 
a las personas a que se refiere constituyen 
otra novedad, que viene a subsanar la 
falta de referencias explícitas a ellas, en 
especial a los menores, y más en con-
creto a los no acompañados, en nuestra 
legislación de asilo.

Con ello, se profundiza en la mencio-
nada línea garantista derivada del interés 
superior del menor y de la voluntad de 
evitar discriminaciones por razón de gé-
nero o que afecten a personas con disca-
pacidad, personas mayores y otras en si-
tuación de precariedad, pues alcanza a 
todos los ámbitos del sistema de asilo.

Por último, en la parte final de la Ley, 
reservada a las disposiciones que prevén 
regímenes especiales, situaciones transi-
torias, derogaciones normativas o desa-
rrollos reglamentarios, así como la previ-
sión de su entrada en vigor, se destaca 
como otra novedad en el ordenamiento 
español la habilitación al Gobierno de 
España para que lleve a cabo programas 
de reasentamiento en colaboración con 
el ACNUR y, en su caso, con otras Orga-
nizaciones Internacionales relevantes, 
con la finalidad de hacer efectivo el prin-
cipio de solidaridad y de dar cumpli-
miento al designio constitucional de co-
operar con el resto de pueblos de la 
tierra.

La formación de todos los agentes que 
intervienen en el sistema de asilo, indis-
pensable para su correcto funciona-
miento, así como la colaboración con las 
Organizaciones No Gubernamentales 
también se recogen en las disposiciones 
adicionales.

Con semejante enfoque, es evidente 
que el título competencial habilitante que 
sirve de base a la presente Ley –artículo 
149.1.2.ª de la Constitución– contiene 
un reclamo implícito a la mencionada 
internacionalización, que, por lo demás, 
viene impuesta por nuestro texto consti-
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tucional no sólo en virtud del artículo 93 
en lo atinente a la Unión Europea, sino 
de forma más amplia en los mandatos 
interpretativo y aplicativo establecidos, 
respectivamente, en el apartado uno del 
artículo 10 y el mismo apartado del 96. 
La propia normativa de la Unión Europea 
que es objeto de incorporación se ha 
hecho eco de estas nuevas tendencias: el 
bloque actual ya comunitarizado del 
«acervo de Schengen» ha superado unas 
normas de alcance más limitado adop-
tadas en el marco de la anterior coopera-
ción intergubernamental, lo que com-
porta una ostensible coherencia entre las 
acciones emprendidas por la Unión 
Europea y por el Consejo de Europa.

Tal correlación es apreciable, precisa-
mente, en las normas de la Unión Europea 
que ahora se incorporan, entre ellas en la 
Directiva 2003/86/CE, del Consejo, de 22 
de septiembre, del derecho de reagrupa-
ción familiar, en donde se declara expre-
samente que «la presente Directiva res-
peta los derechos fundamentales y ob-
serva los principios reconocidos en 
particular por el artículo 8 del Convenio 
Europeo para la Protección de los Dere-
chos Humanos y de las Libertades Funda-
mentales y por la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea». 
Con parecida «ratio», la Directiva 
2004/83/CE, del Consejo, de 29 de abril, 
por la que se establecen normas mínimas 
relativas a los requisitos para el reconoci-
miento y el estatuto de nacionales de ter-
ceros países o apátridas como refugiados 
o personas que necesitan otro tipo de pro-
tección internacional y al contenido de la 
protección concedida, señala que «el 
Consejo Europeo, en su reunión especial 
de Tampere de los días 15 y 16 de octubre 
de 1999, acordó trabajar con vistas a la 
creación de un sistema europeo común 
de asilo, basado en la plena y total apli-
cación de la Convención de Ginebra 
sobre el Estatuto del Refugiado de 28 de 
julio de 1951, completada por el Proto-
colo de Nueva York de 31 de enero de 

1967, afirmando de esta manera el prin-
cipio de no devolución y garantizando 
que ninguna persona sea repatriada a un 
país en el que sufra persecución» aña-
diendo, a renglón seguido, que «la pre-
sente Directiva respeta los derechos fun-
damentales y observa los principios reco-
nocidos en particular, por la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea. En especial, la presente Direc-
tiva tiene por fin garantizar el pleno res-
peto de la dignidad humana y el derecho 
de asilo de los solicitantes de asilo y los 
miembros de su familia acompañantes».

Por último, en la elaboración de la pre-
sente Ley se han tenido en cuenta las 
contribuciones de aquellos agentes de la 
sociedad civil que se encuentran impli-
cados en la defensa de las personas nece-
sitadas de protección internacional.

Mención específica debe hacerse en 
este punto al Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados 
(ACNUR), a quien se le reconoce el im-
portante papel que desempeña en la tra-
mitación de las solicitudes de asilo en 
España, reforzando así las garantías del 
procedimiento.

Igualmente, han sido objeto de consi-
deración las aportaciones de otros ac-
tores u organismos cualificados en la 
materia regulada por la presente Ley, lo 
que, sin duda, contribuye a que la nueva 
regulación se vea impregnada por las ten-
dencias más favorables del Derecho in-
ternacional de los derechos humanos.

tÍtULO PRELImINAR

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.

La presente Ley, de acuerdo con lo 
previsto en el apartado cuatro del artículo 
13 de la Constitución, tiene por objeto 
establecer los términos en que las per-
sonas nacionales de países no comunita-
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rios y las apátridas podrán gozar en Es-
paña de la protección internacional cons-
tituida por el derecho de asilo y la 
protección subsidiaria, así como el con-
tenido de dicha protección interna-
cional.

Artículo 2. El derecho de asilo.

El derecho de asilo es la protección 
dispensada a los nacionales no comuni-
tarios o a los apátridas a quienes se reco-
nozca la condición de refugiado en los 
términos definidos en el artículo 3 de esta 
Ley y en la Convención sobre el Estatuto 
de los Refugiados, hecha en Ginebra el 
28 de julio de 1951, y su Protocolo, sus-
crito en Nueva York el 31 de enero de 
1967.

Artículo 3. La condición de refugiado.

La condición de refugiado se reconoce 
a toda persona que, debido a fundados 
temores de ser perseguida por motivos de 
raza, religión, nacionalidad, opiniones 
políticas, pertenencia a determinado 
grupo social, de género u orientación 
sexual, se encuentra fuera del país de su 
nacionalidad y no puede o, a causa de 
dichos temores, no quiere acogerse a la 
protección de tal país, o al apátrida que, 
careciendo de nacionalidad y hallándose 
fuera del país donde antes tuviera su re-
sidencia habitual, por los mismos motivos 
no puede o, a causa de dichos temores, 
no quiere regresar a él, y no esté incurso 
en alguna de las causas de exclusión del 
artículo 8 o de las causas de denegación 
o revocación del artículo 9.

Artículo 4. La protección subsidiaria.

El derecho a la protección subsidiaria 
es el dispensado a las personas de otros 
países y a los apátridas que, sin reunir los 
requisitos para obtener el asilo o ser re-
conocidas como refugiadas, pero res-
pecto de las cuales se den motivos fun-
dados para creer que si regresasen a su 
país de origen en el caso de los nacio-
nales o, al de su anterior residencia habi-

tual en el caso de los apátridas, se enfren-
tarían a un riesgo real de sufrir alguno de 
los daños graves previstos en el artículo 
10 de esta Ley, y que no pueden o, a 
causa de dicho riesgo, no quieren, aco-
gerse a la protección del país de que se 
trate, siempre que no concurra alguno de 
los supuestos mencionados en los ar-
tículos 11 y 12 de esta Ley.

Artículo 5. Derechos garantizados con 
el asilo y la protección subsidiaria.

La protección concedida con el de-
recho de asilo y la protección subsidiaria 
consiste en la no devolución ni expulsión 
de las personas a quienes se les haya re-
conocido, así como en la adopción de las 
medidas contempladas en el artículo 36 
de esta Ley y en las normas que lo desa-
rrollen, en la normativa de la Unión 
Europea y en los Convenios internacio-
nales ratificados por España.

tÍtULO I

De la protección internacional

CAPÍtULO I

De las condiciones para el reconoci-
miento del derecho de asilo

Artículo 6. Actos de persecución.

1. Los actos en que se basen los fun-
dados temores a ser objeto de persecu-
ción en el sentido previsto en el artículo 
3 de esta Ley, deberán:

a) ser suficientemente graves por su 
naturaleza o carácter reiterado como para 
constituir una violación grave de los de-
rechos fundamentales, en particular los 
derechos que no puedan ser objeto de 
excepciones al amparo del apartado se-
gundo del artículo 15 del Convenio 
Europeo para la Protección de los Dere-
chos Humanos y de las Libertades Funda-
mentales, o bien
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b) ser una acumulación lo suficien-
temente grave de varias medidas, in-
cluidas las violaciones de derechos hu-
manos, como para afectar a una persona 
de manera similar a la mencionada en la 
letra a).

2. Los actos de persecución definidos 
en el apartado primero podrán revestir, 
entre otras, las siguientes formas:

a) actos de violencia física o psí-
quica, incluidos los actos de violencia 
sexual;

b) medidas legislativas, administra-
tivas, policiales o judiciales que sean dis-
criminatorias en sí mismas o que se apli-
quen de manera discriminatoria;

c) procesamientos o penas que sean 
desproporcionados o discriminatorios;

d) denegación de tutela judicial de la 
que se deriven penas desproporcionadas 
o discriminatorias;

e) procesamientos o penas por la ne-
gativa a prestar servicio militar en un con-
flicto en el que el cumplimiento de dicho 
servicio conllevaría delitos o actos com-
prendidos en las cláusulas de exclusión 
establecidas en el apartado segundo del 
artículo 8 de esta Ley;

f) actos de naturaleza sexual que 
afecten a adultos o a niños.

3. Los actos de persecución definidos 
en el presente artículo deberán estar rela-
cionados con los motivos mencionados 
en el artículo siguiente.

Artículo 7. Motivos de persecución.

1. Al valorar los motivos de persecu-
ción se tendrán en cuenta los siguientes 
elementos:

a) el concepto de raza comprenderá, 
en particular, el color, el origen o la per-
tenencia a un determinado grupo ét-
nico;

b) el concepto de religión compren-
derá, en particular, la profesión de creen-

cias teístas, no teístas y ateas, la partici-
pación o la abstención de hacerlo, en 
cultos formales en privado o en público, 
ya sea individualmente o en comunidad, 
así como otros actos o expresiones que 
comporten una opinión de carácter reli-
gioso, o formas de conducta personal o 
comunitaria basadas en cualquier 
creencia religiosa u ordenadas por ésta;

c) el concepto de nacionalidad no se 
limitará a poseer o no la ciudadanía, sino 
que comprenderá, en particular, la perte-
nencia a un grupo determinado por su 
identidad cultural, étnica o lingüística, 
sus orígenes geográficos o políticos co-
munes o su relación con la población de 
otro Estado;

d) el concepto de opiniones políticas 
comprenderá, en particular, la profesión 
de opiniones, ideas o creencias sobre un 
asunto relacionado con los agentes po-
tenciales de persecución y con sus polí-
ticas o métodos, independientemente de 
que el solicitante haya o no obrado de 
acuerdo con tales opiniones, ideas o 
creencias;

e) se considerará que un grupo cons-
tituye un grupo social determinado, si, en 
particular:

– las personas integrantes de dicho 
grupo comparten una característica in-
nata o unos antecedentes comunes que 
no pueden cambiarse, o bien comparten 
una característica o creencia que resulta 
tan fundamental para su identidad o con-
ciencia que no se les puede exigir que 
renuncien a ella, y

– dicho grupo posee una identidad 
diferenciada en el país de que se trate por 
ser percibido como diferente por la so-
ciedad que lo rodea o por el agente o 
agentes perseguidores.

En función de las circunstancias impe-
rantes en el país de origen, se incluye en 
el concepto de grupo social determinado 
un grupo basado en una característica 
común de orientación sexual o identidad 
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sexual, y, o, edad, sin que estos aspectos 
por sí solos puedan dar lugar a la aplica-
ción del presente artículo. En ningún caso 
podrá entenderse como orientación 
sexual, la realización de conductas tipifi-
cadas como delito en el ordenamiento 
jurídico español.

Asimismo, en función de las circuns-
tancias imperantes en el país de origen, 
se incluye a las personas que huyen de 
sus países de origen debido a fundados 
temores de sufrir persecución por mo-
tivos de género y, o, edad, sin que estos 
aspectos por sí solos puedan dar lugar a 
la aplicación del presente artículo.

2. En la valoración acerca de si la 
persona solicitante tiene fundados te-
mores a ser perseguida será indiferente el 
hecho de que posea realmente la carac-
terística racial, religiosa, nacional, social 
o política que suscita la persecución, a 
condición de que el agente de persecu-
ción se la atribuya.

Artículo 8. Causas de exclusión.

1. Quedarán excluidas de la condi-
ción de refugiados:

a) las personas que estén compren-
didas en el ámbito de aplicación de la 
sección D del artículo 1 de la Conven-
ción de Ginebra en lo relativo a la protec-
ción o asistencia de un órgano u orga-
nismo de las Naciones Unidas distinto 
del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados. Cuando esta 
protección o asistencia haya cesado por 
cualquier motivo, sin que la suerte de 
tales personas se haya solucionado defi-
nitivamente con arreglo a las Resolu-
ciones aprobadas sobre el particular por 
la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, aquéllas tendrán, «ipso facto», 
derecho a los beneficios del asilo regu-
lado en la presente Ley;

b) las personas a quienes las autori-
dades competentes del país donde hayan 
fijado su residencia les hayan reconocido 
los derechos y obligaciones que son in-

herentes a la posesión de la nacionalidad 
de tal país, o derechos y obligaciones 
equivalentes a ellos.

2. También quedarán excluidas las 
personas extranjeras sobre las que existan 
motivos fundados para considerar que:

a) han cometido un delito contra la 
paz, un delito de guerra o un delito contra 
la humanidad, de los definidos en los ins-
trumentos internacionales que establecen 
disposiciones relativas a tales delitos;

b) han cometido fuera del país de 
refugio antes de ser admitidas como refu-
giadas, es decir, antes de la expedición de 
una autorización de residencia basada en 
el reconocimiento de la condición de re-
fugiado, un delito grave, entendiéndose 
por tal los que lo sean conforme al Có-
digo Penal español y que afecten a la 
vida, la libertad, la indemnidad o la li-
bertad sexual, la integridad de las per-
sonas o el patrimonio, siempre que fuesen 
realizados con fuerza en las cosas, o vio-
lencia o intimidación en las personas, así 
como en los casos de la delincuencia 
organizada, debiendo entenderse in-
cluida, en todo caso, en el término delin-
cuencia organizada la recogida en el 
apartado cuarto del artículo 282 bis de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, en rela-
ción con los delitos enumerados;

c) son culpables de actos contrarios 
a las finalidades y a los principios de las 
Naciones Unidas establecidos en el 
Preámbulo y en los artículos 1 y 2 de la 
Carta de las Naciones Unidas.

3. El apartado segundo se aplicará a 
las personas que inciten a la comisión de 
los delitos o actos mencionados en él, o 
bien participen en su comisión.

Artículo 9. Causas de denegación.

En todo caso, el derecho de asilo se 
denegará a:

a) las personas que constituyan, por 
razones fundadas, un peligro para la se-
guridad de España;
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b) las personas que, habiendo sido 
objeto de una condena firme por delito 
grave constituyan una amenaza para la 
comunidad.

CAPÍtULO II

De las condiciones para la concesión 
del derecho a la protección subsidiaria

Artículo 10. Daños graves.

Constituyen los daños graves que dan 
lugar a la protección subsidiaria prevista 
en el artículo 4 de esta Ley:

a) la condena a pena de muerte o el 
riesgo de su ejecución material;

b) la tortura y los tratos inhumanos o 
degradantes en el país de origen del soli-
citante;

c) las amenazas graves contra la vida 
o la integridad de los civiles motivadas 
por una violencia indiscriminada en si-
tuaciones de conflicto internacional o 
interno.

Artículo 11. Causas de exclusión.

1. Quedarán excluidas de la condi-
ción de beneficiarias de la protección 
subsidiaria aquellas personas respecto de 
las que existan fundados motivos para 
considerar que:

a) han cometido un delito contra la 
paz, un delito de guerra o un delito contra 
la humanidad, de los definidos en los 
instrumentos internacionales que esta-
blecen disposiciones relativas a tales de-
litos;

b) han cometido fuera del país de 
protección antes de ser admitidas como 
beneficiarias de la protección subsidiaria, 
es decir, antes de la expedición de la au-
torización de residencia basada en el re-
conocimiento de la condición de benefi-
ciario de protección subsidiaria, un delito 
grave, entendiéndose por tal los que lo 
sean conforme al Código Penal español y 

que afecten a la vida, la libertad, la in-
demnidad o la libertad sexual, la inte-
gridad de las personas o el patrimonio, 
siempre que fuesen realizados con fuerza 
en las cosas, o violencia o intimidación 
en las personas, así como en los casos de 
la delincuencia organizada, debiendo en-
tenderse incluida, en todo caso, en el tér-
mino delincuencia organizada la recogida 
en el apartado cuarto del artículo 282 bis 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en 
relación con los delitos enumerados;

c) son culpables de actos contrarios 
a las finalidades y a los principios de las 
Naciones Unidas establecidos en el 
Preámbulo y en los artículos 1 y 2 de la 
Carta de las Naciones Unidas;

d) constituyen un peligro para la se-
guridad interior o exterior de España o 
para el orden público.

2. Lo dispuesto en los apartados an-
teriores se aplicará a quienes inciten a la 
comisión de los delitos o actos mencio-
nados en los mismos, o bien participen 
en su comisión.

Artículo 12. Causas de denegación.

En todo caso, la protección subsidiaria 
se denegará a:

a) las personas que constituyan, por 
razones fundadas, un peligro para la se-
guridad de España;

b) las personas que, habiendo sido 
objeto de una condena firme por delito 
grave constituyan una amenaza para la 
comunidad.

CAPÍtULO III

Disposiciones comunes

Artículo 13. Agentes de persecución o 
causantes de daños graves.

Los agentes de persecución o cau-
santes de daños graves podrán ser, entre 
otros:
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a) el Estado;

b) los partidos u organizaciones que 
controlen el Estado o una parte conside-
rable de su territorio;

c) agentes no estatales, cuando los 
agentes mencionados en los puntos ante-
riores, incluidas las organizaciones inter-
nacionales, no puedan o no quieran pro-
porcionar protección efectiva contra la 
persecución o los daños graves.

Artículo 14. Agentes de protección.

1. Podrán proporcionar protección:

a) el Estado, o

b) los partidos u organizaciones, in-
cluidas las organizaciones internacio-
nales, que controlen el Estado o una parte 
considerable de su territorio.

2. En general, se entenderá que existe 
protección cuando los agentes mencio-
nados en el apartado primero adopten 
medidas razonables y efectivas para im-
pedir la persecución o el padecimiento 
de daños graves, tales como el estableci-
miento de un sistema jurídico eficaz para 
la investigación, el procesamiento y la 
sanción de acciones constitutivas de per-
secución o de daños graves, y siempre 
que el solicitante tenga acceso efectivo a 
dicha protección.

3. Se tendrá en cuenta la orientación 
que pueda desprenderse de los actos per-
tinentes de las instituciones de la Unión 
Europea o de organizaciones internacio-
nales relevantes, al efecto de valorar si 
una organización internacional controla 
un Estado o una parte considerable de su 
territorio y proporciona la protección 
descrita en el apartado anterior.

Artículo 15. Necesidades de protección 
internacional surgidas «in situ».

1. Los fundados temores de ser per-
seguido o el riesgo real de sufrir daños 
graves a que se refieren, respectivamente, 
los artículos 6 y 10 de esta Ley, pueden 
asimismo basarse en acontecimientos su-

cedidos o actividades en que haya parti-
cipado la persona solicitante con poste-
rioridad al abandono del país de origen 
o, en el caso de apátridas, el de resi-
dencia habitual, en especial si se de-
muestra que dichos acontecimientos o 
actividades constituyen la expresión de 
convicciones u orientaciones mantenidas 
en el país de origen o de residencia habi-
tual.

2. En estos supuestos, se ponderará, 
a efectos de no reconocer la condición de 
refugiado, el hecho de que el riesgo de 
persecución esté basado en circunstan-
cias expresamente creadas por la persona 
solicitante tras abandonar su país de 
origen o, en el caso de apátridas, el de su 
residencia habitual.

tÍtULO II

De las reglas procedimentales para el 
reconocimiento de la protección 

internacional

CAPÍtULO I

De la presentación de la solicitud

Artículo 16. Derecho a solicitar protec-
ción internacional.

1. Las personas nacionales no comu-
nitarias y las apátridas presentes en terri-
torio español tienen derecho a solicitar 
protección internacional en España.

2. Para su ejercicio, los solicitantes 
de protección internacional tendrán de-
recho a asistencia sanitaria y a asistencia 
jurídica gratuita, que se extenderá a la 
formalización de la solicitud y a toda la 
tramitación del procedimiento, y que se 
prestará en los términos previstos en la 
legislación española en esta materia, 
así como derecho a intérprete en los 
términos del artículo 22 de la Ley Orgá-
nica 4/2000.

La asistencia jurídica referida en el pá-
rrafo anterior será preceptiva cuando las 
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solicitudes se formalicen de acuerdo al 
procedimiento señalado en el artículo 21 
de la presente Ley.

3. La presentación de la solicitud 
conllevará la valoración de las circuns-
tancias determinantes del reconocimiento 
de la condición de refugiado, así como 
de la concesión de la protección subsi-
diaria. De este extremo se informará en 
debida forma al solicitante.

4. Toda información relativa al pro-
cedimiento, incluido el hecho de la pre-
sentación de la solicitud, tendrá carácter 
confidencial.

Artículo 17. Presentación de la solici-
tud.

1. El procedimiento se inicia con la 
presentación de la solicitud, que deberá 
efectuarse mediante comparecencia per-
sonal de los interesados que soliciten pro-
tección en los lugares que reglamentaria-
mente se establezcan, o en caso de impo-
sibilidad física o legal, mediante persona 
que lo represente. En este último caso, el 
solicitante deberá ratificar la petición una 
vez desaparezca el impedimento.

2. La comparecencia deberá reali-
zarse sin demora y en todo caso en el 
plazo máximo de un mes desde la en-
trada en el territorio español o, en todo 
caso, desde que se produzcan los acon-
tecimientos que justifiquen el temor fun-
dado de persecución o daños graves. A 
estos efectos, la entrada ilegal en terri-
torio español no podrá ser sancionada 
cuando haya sido realizada por persona 
que reúna los requisitos para ser benefi-
ciaria de la protección internacional pre-
vista en esta Ley.

3. En el momento de efectuar la soli-
citud, la persona extranjera será infor-
mada, en una lengua que pueda com-
prender, acerca de:

a) el procedimiento que debe se-
guirse;

b) sus derechos y obligaciones du-
rante la tramitación, en especial en ma-
teria de plazos y medios de que dispone 
para cumplir éstas;

c) la posibilidad de contactar con el 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados y con las Organiza-
ciones no Gubernamentales legalmente 
reconocidas entre cuyos objetivos figure 
el asesoramiento y ayuda a las personas 
necesitadas de protección internacional;

d) las posibles consecuencias del in-
cumplimiento de sus obligaciones o de su 
falta de colaboración con las autoridades; y

e) los derechos y prestaciones so-
ciales a los que tiene acceso en su condi-
ción de solicitante de protección interna-
cional.

4. La solicitud se formalizará me-
diante entrevista personal que se reali-
zará siempre individualmente. De forma 
excepcional, podrá requerirse la pre-
sencia de otros miembros de la familia de 
los solicitantes, si ello se considerase im-
prescindible para la adecuada formali-
zación de la solicitud.

5. La Administración adoptará las 
medidas necesarias para que, cuando sea 
preciso, en la entrevista se preste un tra-
tamiento diferenciado por razón del sexo 
de la persona solicitante o demás circuns-
tancias previstas en el artículo 46 de esta 
Ley. De este trámite se dejará debida 
constancia en el expediente administra-
tivo.

6. Las personas encargadas de efec-
tuar la entrevista informarán a los solici-
tantes sobre cómo efectuar la solicitud, y 
les ayudarán a cumplimentarla, facilitán-
doles la información básica en relación 
con aquélla. Asimismo, colaborarán con 
los interesados para establecer los hechos 
relevantes de su solicitud.

7. Cuando razones de seguridad lo 
aconsejen, se podrá registrar a la persona 
solicitante y sus pertenencias, siempre y 
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cuando se garantice el pleno respeto a su 
dignidad e integridad.

8. En los términos que se establezcan 
reglamentariamente, se planteará la posi-
bilidad de una nueva audiencia personal 
sobre su solicitud de asilo. La pondera-
ción sobre la necesidad o no de efectuar 
nuevas entrevistas será motivada.

Artículo 18. Derechos y obligaciones 
de los solicitantes.

1. El solicitante de asilo, presentada 
la solicitud, tiene en los términos reco-
gidos en la presente Ley, en los artículos 
16, 17, 19, 33 y 34, los siguientes dere-
chos:

a) a ser documentado como solici-
tante de protección internacional;

b) a asistencia jurídica gratuita e in-
térprete;

c) a que se comunique su solicitud al 
ACNUR;

d) a la suspensión de cualquier pro-
ceso de devolución, expulsión o extradi-
ción que pudiera afectar al solicitante;

e) a conocer el contenido del expe-
diente en cualquier momento;

f) a la atención sanitaria en las con-
diciones expuestas;

g) a recibir prestaciones sociales es-
pecíficas en los términos que se recogen 
en esta Ley.

2. Serán obligaciones de los solici-
tantes de protección internacional las si-
guientes:

a) cooperar con las autoridades es-
pañolas en el procedimiento para la con-
cesión de protección internacional;

b) presentar, lo antes posible, todos 
aquellos elementos que, junto a su propia 
declaración, contribuyan a fundamentar 
su solicitud. Entre otros, podrán presentar 
la documentación de que dispongan 
sobre su edad, pasado –incluido el de 
parientes relacionados–, identidad, na-

cionalidad o nacionalidades, lugares de 
anterior residencia, solicitudes de protec-
ción internacional previas, itinerarios de 
viaje, documentos de viaje y motivos por 
los que solicita la protección;

c) proporcionar sus impresiones dac-
tilares, permitir ser fotografiados y, en su 
caso, consentir que sean grabadas sus 
declaraciones, siempre que hayan sido 
previamente informados sobre este úl-
timo extremo;

d) informar sobre su domicilio en 
España y cualquier cambio que se pro-
duzca en él;

e) informar, asimismo, a la autoridad 
competente o comparecer ante ella, 
cuando así se les requiera con relación a 
cualquier circunstancia de su solicitud.

Artículo 19. Efectos de la presentación 
de la solicitud.

1. Solicitada la protección, la per-
sona extranjera no podrá ser objeto de 
retorno, devolución o expulsión hasta 
que se resuelva sobre su solicitud o ésta 
no sea admitida. No obstante, por mo-
tivos de salud o seguridad públicas, la 
autoridad competente podrá adoptar me-
didas cautelares en aplicación de la nor-
mativa vigente en materia de extranjería 
e inmigración.

2. Asimismo, la solicitud de protec-
ción suspenderá, hasta la decisión defini-
tiva, la ejecución del fallo de cualquier 
proceso de extradición de la persona in-
teresada que se halle pendiente. A tal fin, 
la solicitud será comunicada inmediata-
mente al órgano judicial o al órgano gu-
bernativo ante el que en ese momento 
tuviera lugar el correspondiente pro-
ceso.

3. No obstante lo previsto en los 
apartados anteriores, podrá entregarse o 
extraditarse a una persona solicitante, 
según proceda, a otro Estado miembro de 
la Unión Europea en virtud de las obliga-
ciones dimanantes de una orden europea 
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de detención y entrega, o a un país ter-
cero ante órganos judiciales penales in-
ternacionales.

4. Las personas solicitantes de asilo 
tienen derecho a entrevistarse con un 
abogado en las dependencias de los 
puestos fronterizos y centros de interna-
miento de extranjeros. Reglamentaria-
mente, y sin perjuicio de las normas de 
funcionamiento establecidas para las ci-
tadas dependencias y centros, podrán 
establecerse condiciones para el ejercicio 
de este derecho derivadas de razones de 
seguridad, orden público o de su gestión 
administrativa.

5. La solicitud de protección dará 
lugar al inicio del cómputo de los plazos 
previstos para su tramitación.

6. La resolución que admita a trámite 
una solicitud de asilo determinará el pro-
cedimiento correspondiente.

7. En caso de que la tramitación de 
una solicitud pudiese exceder de seis 
meses, ampliables de acuerdo con lo pre-
visto en el artículo 49 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, 
para su resolución y notificación, se in-
formará a la persona interesada del mo-
tivo de la demora.

Artículo 20. No admisión de solicitudes 
presentadas dentro del territorio espa-
ñol.

1. El Ministro del Interior, a propuesta 
de la Oficina de Asilo y Refugio, podrá, 
mediante resolución motivada, no ad-
mitir a trámite las solicitudes cuando con-
curra alguna de las circunstancias si-
guientes:

– Por falta de competencia para el 
examen de las solicitudes:

a) cuando no corresponda a España 
su examen con arreglo al Reglamento 
(CE) 343/2003, del Consejo, de 18 de 
febrero, por el que se establecen los cri-

terios y mecanismos de determinación 
del Estado miembro responsable del 
examen de una solicitud de asilo presen-
tada en uno de los Estados miembros por 
un nacional de un tercer país;

b) cuando no corresponda a España 
su examen de conformidad con los Con-
venios Internacionales en que sea Parte. 
En la resolución por la que se acuerde la 
no admisión a trámite se indicará a la 
persona solicitante el Estado responsable 
de examinarla. En este caso, dicho Estado 
habrá aceptado explícitamente su res-
ponsabilidad y se obtendrán garantías 
suficientes de protección para la vida, 
libertad e integridad física de los intere-
sados, así como del respeto a los demás 
principios indicados en la Convención de 
Ginebra, en el territorio de dicho Es-
tado.

– Por falta de requisitos:

c) cuando, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 25.2.b) y en 
el artículo 26 de la Directiva 2005/85/CE 
del Consejo, la persona solicitante se 
halle reconocida como refugiada y tenga 
derecho a residir o a obtener protección 
internacional efectiva en un tercer Estado, 
siempre que sea readmitida en ese país, 
no exista peligro para su vida o su li-
bertad, ni esté expuesta a tortura o a trato 
inhumano o degradante y tenga protec-
ción efectiva contra la devolución al país 
perseguidor, con arreglo a la Convención 
de Ginebra;

d) cuando la persona solicitante pro-
ceda de un tercer país seguro, de con-
formidad con lo establecido en el ar-
tículo 27 de la Directiva 2005/85/CE del 
Consejo y, en su caso con la lista que sea 
elaborada por la Unión Europea, donde, 
atendiendo a sus circunstancias particu-
lares, reciba un trato en el que su vida, su 
integridad y su libertad no estén amena-
zadas por razón de raza, religión, nacio-
nalidad, pertenencia a grupo social u 
opinión política, se respete el principio 
de no devolución, así como la prohibi-
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ción de expulsión en caso de violación 
del derecho a no ser sometido a torturas 
ni a tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes, exista la posibilidad de solicitar el 
estatuto de refugiado y, en caso de ser 
refugiado, a recibir protección con arreglo 
a la Convención de Ginebra; siempre que 
el solicitante sea readmitido en ese país y 
existan vínculos por los cuales sería razo-
nable que el solicitante fuera a ese país. 
Para la aplicación del concepto de tercer 
país seguro, también podrá requerirse la 
existencia de una relación entre el solici-
tante de asilo y el tercer país de que se 
trate por la que sería razonable que el 
solicitante fuera a ese país;

e) cuando la persona solicitante hu-
biese reiterado una solicitud ya denegada 
en España o presentado una nueva soli-
citud con otros datos personales, siempre 
que no se planteen nuevas circunstancias 
relevantes en cuanto a las condiciones 
particulares o a la situación del país de 
origen o de residencia habitual de la per-
sona interesada;

f) cuando la persona solicitante sea 
nacional de un Estado miembro de la 
Unión Europea, de conformidad con lo 
dispuesto en el Protocolo al Tratado Cons-
titutivo de la Comunidad Europea sobre 
el derecho de asilo a nacionales de Es-
tados miembros de la Unión Europea.

2. La no admisión a trámite prevista 
en este artículo deberá notificarse en el 
plazo máximo de un mes contado a partir 
de la presentación de la solicitud. El 
transcurso de dicho plazo sin que se haya 
notificado la resolución a la persona in-
teresada determinará la admisión a trá-
mite de la solicitud y su permanencia 
provisional en territorio español, sin per-
juicio de lo que pueda acordarse en la 
resolución definitiva del procedimiento. 
La no admisión a trámite conllevará los 
mismos efectos que la denegación de la 
solicitud.

3. La constatación, con posterioridad 
a la admisión a trámite de la solicitud de 

protección internacional, de alguna de 
las circunstancias que hubiesen justifi-
cado su no admisión será causa de dene-
gación de aquélla.

Artículo 21. Solicitudes presentadas en 
puestos fronterizos.

1. Cuando una persona extranjera 
que no reúna los requisitos necesarios 
para entrar en territorio español presente 
una solicitud de protección internacional 
en un puesto fronterizo, el Ministro del 
Interior podrá no admitir a trámite la soli-
citud mediante resolución motivada 
cuando en dicha solicitud concurra al-
guno de los supuestos previstos en el apar-
tado primero del artículo 20. En todo 
caso, la resolución deberá ser notificada a 
la persona interesada en el plazo máximo 
de cuatro días desde su presentación.

2. Asimismo, el Ministro del Interior 
podrá denegar la solicitud mediante reso-
lución motivada, que deberá notificarse a 
la persona interesada en el plazo máximo 
de cuatro días desde su presentación, 
cuando en dicha solicitud concurra al-
guno de los siguientes supuestos:

a) los previstos en las letras c), d) y f) 
del apartado primero del artículo 25;

b) cuando la persona solicitante hu-
biese formulado alegaciones incohe-
rentes, contradictorias, inverosímiles, in-
suficientes, o que contradigan informa-
ción suficientemente contrastada sobre 
su país de origen, o de residencia habi-
tual si fuere apátrida, de manera que 
pongan claramente de manifiesto que su 
solicitud es infundada por lo que respecta 
al hecho de albergar un fundado temor a 
ser perseguida o a sufrir un daño grave.

3. El plazo previsto en el apartado 
anterior se ampliará hasta un máximo de 
diez días por resolución del Ministro del 
Interior, en los casos en los que, por con-
currir alguna de las circunstancias pre-
vistas en la letra f) del apartado primero 
del artículo 25, el ACNUR, de manera 
razonada, así lo solicite.
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4. Contra la resolución de inadmi-
sión a trámite o de denegación de la so-
licitud se podrá, en el plazo de dos días 
contados desde su notificación, presentar 
una petición de reexamen que suspen-
derá los efectos de aquélla. La resolución 
de dicha petición, que corresponderá al 
Ministro del Interior, deberá notificarse a 
la persona interesada en el plazo de dos 
días desde el momento en que aquélla 
hubiese sido presentada.

5. El transcurso del plazo fijado para 
acordar la inadmisión a trámite, o la de-
negación de la solicitud en frontera, la 
petición de reexamen, o del previsto para 
resolver el recurso de reposición sin que 
se haya notificado la resolución de forma 
expresa, determinará su tramitación por 
el procedimiento ordinario, así como la 
autorización de entrada y permanencia 
provisional de la persona solicitante, sin 
perjuicio de lo que pueda acordarse en la 
resolución definitiva del expediente.

Artículo 22. Permanencia del solicitante 
de asilo durante la tramitación de la 
solicitud.

En todo caso, durante la tramitación de 
la petición de reexamen y del recurso de 
reposición previstos en los apartados 
cuarto y quinto del artículo 21 de la pre-
sente Ley, así como en los supuestos en 
los que se solicite la adopción de las me-
didas a las que se refiere el apartado se-
gundo de su artículo 29, la persona soli-
citante de asilo permanecerá en las de-
pendencias habilitadas a tal efecto.

CAPÍtULO II

De la tramitación de las solicitudes

Artículo 23. Órganos competentes para 
la instrucción.

1. La Oficina de Asilo y Refugio, de-
pendiente del Ministerio del Interior, es el 
órgano competente para la tramitación de 
las solicitudes de protección internacional, 

sin perjuicio de las demás funciones que 
reglamentariamente se le atribuyan.

2. La Comisión Interministerial de 
Asilo y Refugio es un órgano colegiado 
adscrito al Ministerio del Interior, que 
está compuesto por un representante de 
cada uno de los departamentos con com-
petencia en política exterior e interior, 
justicia, inmigración, acogida de los soli-
citantes de asilo e igualdad.

3. Serán funciones de la Comisión las 
previstas en esta Ley y aquellas otras que, 
junto con su régimen de funcionamiento, 
se establezcan reglamentariamente.

Artículo 24. Procedimiento ordinario.

1. Toda solicitud de protección inter-
nacional admitida a trámite dará lugar al 
inicio, por parte del Ministerio del Inte-
rior, del correspondiente procedimiento, 
al que se incorporarán las diligencias de 
instrucción del expediente. Si fuera pro-
cedente la realización de nuevas entre-
vistas a las personas solicitantes, aquéllas 
deberán reunir los requisitos previstos en 
el artículo 17.

2. Finalizada la instrucción de los 
expedientes, se elevarán a estudio de la 
Comisión Interministerial de Asilo y Re-
fugio, que formulará propuesta al Mi-
nistro del Interior, quien será el compe-
tente para dictar la correspondiente reso-
lución por la que se conceda o deniegue, 
según proceda, el derecho de asilo o la 
protección subsidiaria.

3. Transcurridos seis meses desde la 
presentación de la solicitud sin que se 
haya notificado la correspondiente resolu-
ción, la misma podrá entenderse desesti-
mada, sin perjuicio de la obligación de la 
Administración de resolver expresamente 
y de lo dispuesto en el apartado séptimo 
del artículo 19 de la presente Ley.

Artículo 25. Tramitación de urgencia.

1. El Ministerio del Interior, de oficio 
o a petición del interesado, acordará la 
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aplicación de la tramitación de urgencia, 
previa notificación al interesado, en las 
solicitudes en las que concurra alguna de 
las siguientes circunstancias:

a) que parezcan manifiestamente 
fundadas;

b) que hayan sido formuladas por 
solicitantes que presenten necesidades 
específicas, especialmente, por menores 
no acompañados;

c) que planteen exclusivamente 
cuestiones que no guarden relación con 
el examen de los requisitos para el reco-
nocimiento de la condición de refugiado 
o la concesión de la protección subsi-
diaria;

d) que la persona solicitante proceda 
de un país de origen considerado seguro, 
en los términos de lo dispuesto en el ar-
tículo 20.1.d), y del que posea la nacio-
nalidad, o si fuere apátrida, en el que 
tuviera su residencia habitual;

e) que la persona solicitante, sin mo-
tivo justificado, presente su solicitud 
transcurrido el plazo de un mes previsto 
en el apartado segundo del artículo 17;

f) que la persona solicitante incurra 
en alguno de los supuestos de exclusión 
o de denegación previstos en los artículos 
8, 9, 11 y 12 de la presente Ley.

2. Cuando la solicitud de protección 
internacional se hubiera presentado en 
un Centro de Internamiento para Extran-
jeros, su tramitación deberá adecuarse a 
lo dispuesto en el artículo 21 de esta Ley 
para las solicitudes en frontera. En todo 
caso, presentadas las solicitudes en estos 
términos, aquéllas que fuesen admitidas 
a trámite se ajustarán a la tramitación de 
urgencia prevista en el presente artículo.

3. La Comisión Interministerial de 
Asilo y Refugio será informada de los ex-
pedientes que vayan a ser tramitados con 
carácter de urgencia.

4. Será de aplicación al presente pro-
cedimiento lo dispuesto en el artículo 24 

de la Ley, salvo en materia de plazos que 
se verán reducidos a la mitad.

Artículo 26. Evaluación de las solicitudes.

1. La Administración General del Es-
tado velará por que la información nece-
saria para la evaluación de las solicitudes 
de protección no se obtenga de los res-
ponsables de la persecución o de los 
daños graves, de modo tal que dé lugar a 
que dichos responsables sean informados 
de que la persona interesada es solicitante 
de protección internacional cuya solicitud 
está siendo considerada, ni se ponga en 
peligro la integridad de la persona intere-
sada y de las personas a su cargo, ni la 
libertad y la seguridad de sus familiares 
que aún vivan en el país de origen.

2. Para que se resuelva favorable-
mente la solicitud bastará que aparezcan 
indicios suficientes de persecución o de 
daños graves.

Artículo 27. Archivo de la solicitud.

Se pondrá fin al procedimiento me-
diante el archivo de la solicitud cuando la 
persona solicitante la retire o desista de 
ella, en los casos y en los términos de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, regula-
dora del Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. En todo caso, se 
podrá presumir que dicha retirada o desis-
timiento se ha producido cuando en el 
plazo de treinta días el solicitante no hu-
biese respondido a las peticiones de faci-
litar información esencial para su solicitud, 
no se hubiese presentado a una audiencia 
personal a la que hubiera sido convocado, 
o no compareciera para la renovación de 
la documentación de la que se le hubiera 
provisto, salvo que demuestre que estos 
comportamientos fueron debidos a cir-
cunstancias ajenas a su voluntad.

Artículo 28. Notificación.

A efectos de comunicaciones y notifi-
caciones, se tendrá en cuenta el último 
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domicilio o residencia que conste en el 
expediente. Cuando no prospere este 
procedimiento de notificación, el trá-
mite se realizará a través del Portal del 
Ciudadano, del portal electrónico de la 
Oficina de Asilo y Refugio y de los ta-
blones de anuncios, accesibles al pú-
blico, de la Comisaría de Policía corres-
pondiente o de la Oficina de Extranjeros 
de la provincia en que conste el último 
lugar de residencia de la persona solici-
tante y, en todo caso, de la Oficina de 
Asilo y Refugio. De estos extremos se 
informará a los solicitantes al formalizar 
su solicitud, que podrán exigir que se 
cumpla la garantía del apartado 4 del 
artículo 16.

Artículo 29. Recursos.

1. Las resoluciones previstas en la 
presente Ley pondrán fin a la vía adminis-
trativa, salvo en el caso de que se haya 
presentado la petición de reexamen pre-
vista en el apartado cuarto del artículo 
21, en que se entenderá que pone fin a la 
vía administrativa la resolución que de-
cida dicha petición, y serán susceptibles 
de recurso de reposición con carácter po-
testativo y de recurso ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

2. Cuando se interponga un recurso 
contencioso-administrativo y se solicite 
la suspensión del acto recurrido, dicha 
solicitud tendrá la consideración de espe-
cial urgencia contemplada en el artículo 
135 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa.

3. La persona a quien le haya sido 
denegada la solicitud podrá solicitar su 
revisión cuando aparezcan nuevos ele-
mentos probatorios, conforme a lo esta-
blecido en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

CAPÍtULO III

De las condiciones de acogida de los 
solicitantes de protección internacional

Artículo 30. Derechos sociales genera-
les.

1. Se proporcionará a las personas 
solicitantes de protección internacional, 
siempre que carezcan de recursos econó-
micos, los servicios sociales y de acogida 
necesarios con la finalidad de asegurar la 
satisfacción de sus necesidades básicas 
en condiciones de dignidad, sin perjuicio, 
en tanto que extranjeros, de lo estable-
cido en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración 
social, y en su normativa de desarrollo.

2. Los servicios sociales y de acogida 
específicamente destinados a las per-
sonas solicitantes de protección interna-
cional se determinarán reglamentaria-
mente por el Ministerio competente.

3. Si se comprobara que la persona 
solicitante dispone de suficientes medios 
de acuerdo con la normativa vigente, 
para cubrir los costes inherentes a los 
servicios y prestaciones reservados a per-
sonas que carezcan de recursos econó-
micos, se procederá a la reclamación de 
su reembolso.

Artículo 31. Acogida de los solicitantes 
de protección internacional.

1. Los servicios de acogida, su defi-
nición, disponibilidad, programas y ser-
vicios, específicamente destinados a 
aquellas personas que soliciten protec-
ción internacional, se determinarán re-
glamentariamente por el Ministerio com-
petente para atender las necesidades bá-
sicas de estas personas. La acogida se 
realizará, principalmente, a través de los 
centros propios del Ministerio compe-
tente y de aquéllos que sean subvencio-
nados a organizaciones no gubernamen-
tales.
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Los servicios, ayudas y prestaciones 
del programa de acogida podrán ser dife-
rentes cuando así lo requiera el procedi-
miento de asilo o sea conveniente la eva-
luación de las necesidades de la persona 
solicitante o se encuentre detenida o en 
las dependencias de un puesto fronte-
rizo.

2. Se adoptarán, con el acuerdo de 
los interesados, las medidas necesarias 
para mantener la unidad de la familia, 
integrada por los miembros enumerados 
en el artículo 40 de esta Ley, tal y como 
se encuentre presente en el territorio es-
pañol, siempre que se reúnan los requi-
sitos que se señalan en la presente Ley.

Artículo 32. Autorización de trabajo a 
los solicitantes de protección interna-
cional.

Las personas solicitantes de protección 
internacional serán autorizadas para tra-
bajar en España en los términos que re-
glamentariamente se establezcan.

Artículo 33. Reducción o retirada de las 
condiciones de acogida.

1. El Ministerio competente en el 
ejercicio de las competencias sobre ser-
vicios, ayudas y prestaciones de los dife-
rentes programas de acogida, podrá re-
ducir o retirar alguno o la totalidad de los 
servicios de acogida en los siguientes 
casos:

a) cuando la persona solicitante 
abandone el lugar de residencia asignado 
sin informar a la autoridad competente o, 
en caso de haberlo solicitado, sin per-
miso;

b) cuando la persona solicitante ac-
cediese a recursos económicos y pudiese 
hacer frente a la totalidad o parte de los 
costes de las condiciones de acogida o 
cuando hubiere ocultado sus recursos 
económicos, y, por tanto, se beneficie 
indebidamente de las prestaciones de 
acogida establecidas;

c) cuando se haya dictado resolución 
de la solicitud de protección interna-
cional, y se haya notificado al interesado, 
salvo lo dispuesto en el apartado tercero 
del artículo 36 de esta Ley;

d) cuando por acción u omisión se 
vulneren los derechos de otros residentes 
o del personal encargado de los centros 
donde estén acogidos o se dificulte gra-
vemente la convivencia en ellos, de con-
formidad con lo establecido en las normas 
internas de los mismos;

e) cuando haya finalizado el periodo 
del programa o prestación autorizado.

2. Las personas solicitantes de pro-
tección internacional podrán ver redu-
cidos o retirados los programas de ayudas 
del servicio de acogida, como conse-
cuencia de las sanciones que se deriven 
de la comisión de alguna de las faltas 
enunciadas en el apartado primero de 
este artículo.

3. A los efectos del apartado anterior, 
el sistema de faltas y sanciones a aplicar 
en los centros de acogida será el que de 
forma reglamentaria establezca el Minis-
terio competente.

CAPÍtULO IV

Intervención del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Refugiados 

(ACNUR)

Artículo 34. Intervención en el procedi-
miento de solicitud.

La presentación de las solicitudes de 
protección internacional se comunicará 
al ACNUR, quien podrá informarse de la 
situación de los expedientes, estar pre-
sente en las audiencias a la persona soli-
citante y presentar informes para su inclu-
sión en el expediente.

A estos efectos, tendrá acceso a las 
personas solicitantes, incluidas las que se 
encuentren en dependencias fronterizas 
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o en centros de internamiento de extran-
jeros o penitenciarios.

Artículo 35. Intervención en la tramita-
ción de protección internacional.

1. El representante en España del 
ACNUR será convocado a las sesiones de 
la Comisión Interministerial de Asilo y 
Refugio.

2. Asimismo será informado inme-
diatamente de la presentación de las so-
licitudes en frontera y podrá entrevistarse, 
si lo desea, con los solicitantes. Con ca-
rácter previo a dictarse las resoluciones 
que sobre estas solicitudes prevén los 
apartados primero, segundo y tercero del 
artículo 21 de la presente Ley, se dará 
audiencia al ACNUR.

3. En los casos que se tramiten las 
solicitudes mediante el procedimiento de 
urgencia, y en los casos de admisión a 
trámite del artículo 20, si la propuesta de 
resolución de la Oficina de Asilo y Re-
fugio fuese desfavorable se dará un plazo 
de diez días al ACNUR para que, en su 
caso, informe.

CAPÍtULO V

De los efectos de la resolución

Artículo 36. Efectos de la concesión del 
derecho de asilo o de protección sub-
sidiaria.

1. La concesión del derecho de asilo 
o de la protección subsidiaria implicará 
el reconocimiento de los derechos esta-
blecidos en la Convención de Ginebra 
sobre el Estatuto de los Refugiados, en la 
normativa vigente en materia de extran-
jería e inmigración, así como en la nor-
mativa de la Unión Europea, y, en todo 
caso:

a) la protección contra la devolución 
en los términos establecidos en los tra-
tados internacionales firmados por Es-
paña;

b) el acceso a la información sobre 
los derechos y obligaciones relacionados 
con el contenido de la protección inter-
nacional concedida, en una lengua que 
le sea comprensible a la persona benefi-
ciaria de dicha protección;

c) la autorización de residencia y tra-
bajo permanente, en los términos que 
establece la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración 
social;

d) la expedición de documentos de 
identidad y viaje a quienes les sea reco-
nocida la condición de refugiado, y, 
cuando sea necesario, para quienes se 
beneficien de la protección subsidiaria;

e) el acceso a los servicios públicos 
de empleo;

f) el acceso a la educación, a la asis-
tencia sanitaria, a la vivienda, a la asis-
tencia social y servicios sociales, a los 
derechos reconocidos por la legislación 
aplicable a las personas víctimas de vio-
lencia de género, en su caso, a la segu-
ridad social y a los programas de integra-
ción, en las mismas condiciones que los 
españoles;

g) el acceso, en las mismas condi-
ciones que los españoles, a la formación 
continua u ocupacional y al trabajo en 
prácticas, así como a los procedimientos 
de reconocimiento de diplomas y certifi-
cados académicos y profesionales y otras 
pruebas de calificaciones oficiales expe-
didas en el extranjero;

h) la libertad de circulación;

i) el acceso a los programas de inte-
gración con carácter general o específico 
que se establezcan;

j) el acceso a los programas de ayuda 
al retorno voluntario que puedan estable-
cerse;

k) el mantenimiento de la unidad fa-
miliar en los términos previstos en la pre-
sente Ley y acceso a los programas de 
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apoyo que a tal efecto puedan estable-
cerse.

2. Con el fin de facilitar la integra-
ción de las personas con estatuto de pro-
tección internacional, se establecerán los 
programas necesarios, procurando la 
igualdad de oportunidades y la no discri-
minación en su acceso a los servicios 
generales.

3. Las personas con estatuto de pro-
tección internacional podrán seguir be-
neficiándose de todos o algunos de los 
programas o prestaciones de que hu-
bieran disfrutado con anterioridad a la 
concesión del estatuto en aquellos casos 
en que circunstancias especiales así lo 
requieran, con sometimiento al régimen 
previsto para tales programas y presta-
ciones por el Ministerio de Trabajo e In-
migración.

4. En casos específicos, debido a di-
ficultades sociales o económicas, las Ad-
ministraciones Públicas podrán poner en 
marcha servicios complementarios a los 
sistemas públicos de acceso al empleo, a 
la vivienda y a los servicios educativos 
generales, así como servicios especiali-
zados de interpretación y traducción de 
documentos, ayudas permanentes para 
ancianos y personas con discapacidad y 
ayudas económicas de emergencia.

Artículo 37. Efectos de las resoluciones 
denegatorias.

La no admisión a trámite o la denega-
ción de las solicitudes de protección in-
ternacional determinarán, según corres-
ponda, el retorno, la devolución, la ex-
pulsión, la salida obligatoria del territorio 
español o el traslado al territorio del Es-
tado responsable del examen de la soli-
citud de asilo de las personas que lo soli-
citaron, salvo que, de acuerdo con la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, y su 
normativa de desarrollo, se dé alguno de 
los siguientes supuestos:

a) que la persona interesada reúna 
los requisitos para permanecer en España 
en situación de estancia o residencia;

b) que se autorice su estancia o resi-
dencia en España por razones humanita-
rias determinadas en la normativa vi-
gente.

CAPÍtULO VI

Solicitudes de protección internacio-
nal en Embajadas y Consulados

Artículo 38. Solicitudes de protección 
internacional en Embajadas y Consula-
dos.

Con el fin de atender casos que se 
presenten fuera del territorio nacional, 
siempre y cuando el solicitante no sea 
nacional del país en que se encuentre la 
Representación diplomática y corra pe-
ligro su integridad física, los Embajadores 
de España podrán promover el traslado 
del o de los solicitantes de asilo a España 
para hacer posible la presentación de la 
solicitud conforme al procedimiento pre-
visto en esta Ley.

El Reglamento de desarrollo de esta 
Ley determinará expresamente las condi-
ciones de acceso a las Embajadas y Con-
sulados de los solicitantes, así como el 
procedimiento para evaluar las necesi-
dades de traslado a España de los 
mismos.

tÍtULO III

De la unidad familiar de las personas 
beneficiarias de protección  

internacional

Artículo 39. Mantenimiento de la uni-
dad familiar.

1. Se garantizará el mantenimiento 
de la familia de las personas refugiadas y 
beneficiarias de protección subsidiaria en 
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los términos previstos los artículos 40 y 
41 de la presente Ley.

2. Cuando, durante la tramitación de 
una solicitud de protección internacional, 
los miembros de la familia de la persona 
interesada a los que se hace referencia en 
el artículo 40 se encontrasen también en 
España, y no hubiesen presentado una 
solicitud independiente de protección 
internacional, se les autorizará la resi-
dencia en España con carácter provi-
sional, condicionada a la resolución de 
la solicitud de protección internacional y 
en los términos que reglamentariamente 
se determinen.

Artículo 40. Extensión familiar del dere-
cho de asilo o de la protección subsi-
diaria.

1. El restablecimiento de la unidad 
familiar de las personas refugiadas y be-
neficiarias de protección subsidiaria 
podrá garantizarse mediante la conce-
sión, respectivamente, del derecho de 
asilo o de la protección subsidiaria por 
extensión familiar, a sus ascendientes y 
descendientes en primer grado, salvo los 
supuestos de independencia familiar, ma-
yoría de edad y distinta nacionalidad.

Las relaciones familiares de los ascen-
dientes y descendientes deberán estable-
cerse mediante las pruebas científicas 
que sean necesarias, en los casos donde 
no pueda determinarse sin dudas esa re-
lación de parentesco.

Asimismo, por extensión familiar, 
podrá obtener el derecho de asilo o la 
protección subsidiaria de la persona refu-
giada o beneficiaria de esta protección su 
cónyuge o persona ligada por análoga 
relación de afectividad y convivencia, 
salvo los supuestos de divorcio, separa-
ción legal, separación de hecho, distinta 
nacionalidad o concesión del estatuto de 
refugiado por razón de género, cuando 
en el expediente de la solicitud quede 
acreditado que la persona ha sufrido o 
tenido fundados temores de sufrir perse-

cución singularizada por violencia de 
género por parte de su cónyuge o convi-
viente.

2. Podrá también concederse asilo o 
protección subsidiaria por extensión fa-
miliar a otros miembros de la familia de 
la persona refugiada o beneficiaria de 
protección subsidiaria siempre que re-
sulte suficientemente establecida la de-
pendencia respecto de aquéllas y la exis-
tencia de convivencia previa en el país de 
origen.

3. La Oficina de Asilo y Refugio tra-
mitará las solicitudes de extensión fami-
liar presentadas. Una vez instruidas se 
procederá, previo estudio en la Comisión 
Interministerial de Asilo y Refugio, a 
elevar la propuesta de resolución al Mi-
nistro del Interior, quien resolverá.

4. La resolución por la que se acuerde 
la concesión del derecho de asilo o de la 
protección subsidiaria por extensión fa-
miliar conllevará para los beneficiarios 
los efectos previstos en el artículo 36.

5. En ningún caso se concederá pro-
tección internacional por extensión fami-
liar a las personas incursas en los su-
puestos previstos en los apartados 2 y 3 
del artículo 8 y en los artículos 9, 11 y 12 
de la presente Ley.

Artículo 41. Reagrupación familiar.

1. Las personas refugiadas y benefi-
ciarias de protección subsidiaria podrán 
optar por reagrupar a las enumeradas en 
el artículo anterior, aun cuando ya se en-
contrasen en España, sin solicitar la ex-
tensión del estatuto de que disfruten. Esta 
reagrupación será siempre aplicable 
cuando los beneficiarios sean de nacio-
nalidad distinta a la persona refugiada o 
beneficiaria de protección subsidiaria.

2. En este supuesto, que se desarro-
llará reglamentariamente, no se exigirá a 
los refugiados o beneficiarios de la pro-
tección subsidiaria, ni tampoco a los be-
neficiarios de la reagrupación familiar, 
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los requisitos establecidos en la norma-
tiva vigente de extranjería e inmigra-
ción.

3. La resolución por la que se acuerde 
la reagrupación familiar implicará la con-
cesión de autorización de residencia y, en 
su caso, de trabajo, de análoga validez a 
la de la persona reagrupante.

4. La reagrupación familiar será ejer-
citable una sola vez, sin que las personas 
que hubiesen sido reagrupadas y obte-
nido autorización para residir en España 
en virtud de lo dispuesto en el apartado 
anterior puedan solicitar reagrupaciones 
sucesivas de sus familiares.

5. En ningún caso se concederá pro-
tección internacional por extensión fami-
liar a las personas incursas en los su-
puestos previstos en los apartados 2 y 3 
del artículo 8 y en los artículos 9, 11 y 12 
de la presente Ley.

tÍtULO IV

Del cese y la revocación  
de la protección internacional

Artículo 42. Cese del estatuto de refu-
giado.

1. Cesarán en la condición de refu-
giados quienes:

a) expresamente así lo soliciten;

b) se hayan acogido de nuevo, vo-
luntariamente, a la protección del país de 
su nacionalidad;

c) habiendo perdido su naciona-
lidad, la hayan recobrado voluntaria-
mente;

d) hayan adquirido una nueva nacio-
nalidad y disfruten de la protección del 
país de su nueva nacionalidad;

e) se hayan establecido, de nuevo, 
voluntariamente, en el país que habían 
abandonado, o fuera del cual habían per-
manecido, por temor a ser perseguidos;

f) hayan abandonado el territorio es-
pañol y fijado su residencia en otro país;

g) no puedan continuar negándose a 
la protección del país de su nacionalidad 
por haber desaparecido las circunstan-
cias en virtud de las cuales fueron reco-
nocidos como refugiados; el Estado es-
pañol tendrá en cuenta si el cambio de 
circunstancias es lo suficientemente sig-
nificativo, sin ser de carácter temporal, 
como para dejar de considerar fundados 
los temores del refugiado a ser perse-
guido;

h) no teniendo nacionalidad, puedan 
regresar al país de su anterior residencia 
habitual por haber desaparecido las cir-
cunstancias en virtud de las cuales fueron 
reconocidos como refugiados.

2. El cese en la condición de refu-
giado no impedirá la continuación de la 
residencia en España conforme a la nor-
mativa vigente en materia de extranjería 
e inmigración. A estos efectos se tendrá 
en cuenta el período de tiempo que los 
interesados hayan residido legalmente en 
nuestro país.

Artículo 43. Cese de la protección sub-
sidiaria.

1. La protección subsidiaria cesará 
cuando:

a) se solicite expresamente por la 
persona beneficiaria;

b) la persona beneficiaria haya aban-
donado el territorio español y fijado su 
residencia en otro país;

c) las circunstancias que condujeron 
a su concesión dejen de existir o cambien 
de tal forma que dicha protección ya no 
sea necesaria. El Estado español tendrá en 
cuenta si el cambio de circunstancias es 
lo suficientemente significativo, sin ser de 
carácter temporal, como para que la per-
sona con derecho a protección subsi-
diaria ya no corra un riesgo real de sufrir 
daños graves.
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2. El cese en la protección subsidiaria 
no impedirá la continuación de la resi-
dencia en España conforme a la norma-
tiva vigente en materia de extranjería e 
inmigración. A estos efectos se tendrá en 
cuenta el período que los interesados 
hayan residido legalmente en nuestro 
país.

Artículo 44. Revocación.

1. Procederá la revocación del esta-
tuto de refugiado o del estatuto de protec-
ción subsidiaria cuando:

a) concurra alguno de los supuestos 
de exclusión previstos en los artículos 8, 
9, 11 y 12 de esta Ley;

b) la persona beneficiaria haya tergi-
versado u omitido hechos, incluido el uso 
de documentos falsos, que fueron deci-
sivos para la concesión del estatuto de 
refugiado o de protección subsidiaria;

c) la persona beneficiaria constituya, 
por razones fundadas, un peligro para la 
seguridad de España, o que, habiendo 
sido condenada por sentencia firme por 
delito grave, constituya una amenaza 
para la comunidad.

2. La revocación de la protección in-
ternacional conllevará la inmediata apli-
cación de la normativa vigente en materia 
de extranjería e inmigración, y, cuando 
así procediera, la tramitación del corres-
pondiente expediente administrativo san-
cionador para la expulsión del territorio 
nacional de la persona interesada, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 
57 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, y en su normativa de desarrollo.

3. A los efectos previstos en el apar-
tado anterior, la Oficina de Asilo y Re-
fugio dará traslado inmediato de la revo-
cación al órgano competente para incoar 
el correspondiente expediente sancio-
nador.

4. No obstante lo dispuesto en los 
anteriores apartados, ninguna revocación 
ni eventual expulsión posterior podrá de-

terminar el envío de los interesados a un 
país en el que exista peligro para su vida 
o su libertad o en el que estén expuestos 
a tortura o a tratos inhumanos o degra-
dantes o, en su caso, en el que carezca 
de protección efectiva contra la devolu-
ción al país perseguidor o de riesgo.

Artículo 45. Procedimientos para el 
cese y la revocación.

1. La Oficina de Asilo y Refugio ini-
ciará, de oficio o a instancia de parte, 
cuando concurra causa legal suficiente, 
los procedimientos de cese y revocación 
de la protección internacional concedida, 
haciéndoselo saber a los interesados.

2. En los supuestos de cese y revoca-
ción del estatuto de refugiado y de la 
protección subsidiaria, la persona afec-
tada disfrutará, además de las previstas en 
el artículo 17, de las siguientes garan-
tías:

a) que sea informada por escrito de 
que se está reconsiderando su derecho de 
asilo o de protección subsidiaria, así 
como de los motivos de dicha reconside-
ración;

b) que le sea otorgado trámite de au-
diencia para la formulación de alega-
ciones.

c) que la autoridad competente 
pueda obtener información precisa y ac-
tualizada de diversas fuentes, como por 
ejemplo, cuando proceda, del Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR), sobre la situación 
general existente en los países de origen 
de las personas afectadas, y

d) que cuando se recopile informa-
ción sobre el caso concreto con objeto de 
reconsiderar el estatuto de refugiado, 
dicha información no se obtenga de los 
responsables de la persecución de modo 
tal que dé lugar a que dichos responsa-
bles sean informados directamente de 
que la persona interesada es un refugiado 
cuyo estatuto está siendo reconsiderado, 
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ni se ponga en peligro la integridad física 
de la persona interesada y de las personas 
a su cargo, ni la libertad y la seguridad de 
sus familiares que aún vivan en el país de 
origen.

3. A la vista de las actuaciones prac-
ticadas en la tramitación del expediente, 
la Oficina de Asilo y Refugio podrá ar-
chivar el expediente, si no fuesen fun-
dadas las causas de cese o revocación 
inicialmente advertidas.

4. Completado el expediente de cese 
o revocación, el mismo será remitido por 
la Oficina de Asilo y Refugio a la Comi-
sión Interministerial de Asilo y Refugio. Si 
ésta entendiese que no concurren causas 
suficientes para proceder a la declaración 
de cese o revocación, ordenará el archivo 
del expediente.

5. Si, por el contrario, a criterio de la 
Comisión Interministerial de Asilo y Re-
fugio procediese el cese o la revocación, 
aquélla elevará la propuesta de resolu-
ción al Ministro del Interior, que será 
quien resuelva.

6. Los ceses y revocaciones conlle-
varán el cese en el disfrute de todos los 
derechos inherentes a la condición de 
refugiado o persona beneficiaria de pro-
tección subsidiaria.

7. El plazo para la notificación de las 
resoluciones recaídas en estos procedi-
mientos será de seis meses a partir de la 
presentación de la solicitud por la per-
sona interesada o de la notificación del 
acuerdo de incoación del procedimiento 
de cese o revocación. Concluido dicho 
plazo, y habida cuenta de las suspen-
siones o ampliaciones que fuesen aplica-
bles, se tendrá por caducado el expe-
diente, procediéndose de oficio a su ar-
chivo.

8. Las resoluciones previstas en este 
título pondrán fin a la vía administrativa 
y serán susceptibles de recurso de repo-
sición con carácter potestativo ante el 

Ministro del Interior y de recurso conten-
cioso-administrativo.

tÍtULO V

De los menores y otras personas  
vulnerables

Artículo 46. Régimen general de protec-
ción.

1. En el marco de la presente Ley, y 
en los términos en que se desarrolle re-
glamentariamente, se tendrá en cuenta la 
situación específica de las personas soli-
citantes o beneficiarias de protección in-
ternacional en situación de vulnerabi-
lidad, tales como menores, menores no 
acompañados, personas con discapa-
cidad, personas de edad avanzada, mu-
jeres embarazadas, familias monoparen-
tales con menores de edad, personas que 
hayan padecido torturas, violaciones u 
otras formas graves de violencia psicoló-
gica o física o sexual y víctimas de trata 
de seres humanos.

2. Dada su situación de especial vul-
nerabilidad, se adoptarán las medidas ne-
cesarias para dar un tratamiento diferen-
ciado, cuando sea preciso, a las solicitudes 
de protección internacional que efectúen 
las personas a las que se refiere el apartado 
anterior. Asimismo, se dará un tratamiento 
específico a aquéllas que, por sus caracte-
rísticas personales, puedan haber sido ob-
jeto de persecución por varios de los mo-
tivos previstos en la presente Ley.

3. Por razones humanitarias distintas 
de las señaladas en el estatuto de protec-
ción subsidiaria, se podrá autorizar la per-
manencia de la persona solicitante de pro-
tección internacional en España en los 
términos previstos por la normativa vigente 
en materia de extranjería e inmigración.

Artículo 47. Menores.

Los menores solicitantes de protección 
internacional que hayan sido víctimas de 
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cualquier forma de abuso, negligencia, 
explotación, tortura, trato cruel, inhu-
mano, o degradante, o que hayan sido 
víctimas de conflictos armados recibirán 
la asistencia sanitaria y psicológica ade-
cuada y la asistencia cualificada que pre-
cisen.

Artículo 48. Menores no acompaña-
dos.

1. Los menores no acompañados so-
licitantes de protección internacional 
serán remitidos a los servicios compe-
tentes en materia de protección de me-
nores y el hecho se pondrá en conoci-
miento del Ministerio Fiscal.

2. En los supuestos en los que la mi-
noría de edad no pueda ser establecida 
con seguridad, se pondrá el hecho en 
conocimiento inmediato del Ministerio 
Fiscal, que dispondrá lo necesario para la 
determinación de la edad del presunto 
menor, para lo que colaborarán las insti-
tuciones sanitarias oportunas que, con 
carácter prioritario y urgente, realizarán 
las pruebas científicas necesarias. La ne-
gativa a someterse a tal reconocimiento 
médico no impedirá que se dicte resolu-
ción sobre la solicitud de protección in-
ternacional. Determinada la edad, si se 
tratase de una persona menor de edad, el 
Ministerio Fiscal lo pondrá a disposición 
de los servicios competentes de protec-
ción de menores.

3. De forma inmediata se adoptarán 
medidas para asegurar que el represen-
tante de la persona menor de edad, nom-
brado de acuerdo con la legislación vi-
gente en materia de protección de me-
nores, actúe en nombre del menor de 
edad no acompañado y le asista con res-
pecto al examen de la solicitud de pro-
tección internacional.

Disposición adicional primera. Reasen-
tamiento.

El marco de protección previsto en la 
presente Ley será de aplicación a las per-

sonas acogidas en España en virtud de 
programas de Reasentamiento elaborados 
por el Gobierno de la Nación, en colabo-
ración con el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados, y, 
en su caso, otras Organizaciones Interna-
cionales relevantes. El Consejo de Minis-
tros, a propuesta de los Ministros del In-
terior y de Trabajo e Inmigración, oída la 
Comisión Interministerial de Asilo y Re-
fugio, acordará anualmente el número de 
personas que podrán ser objeto de rea-
sentamiento en España en virtud de estos 
programas.

Los refugiados reasentados en España 
tendrán el mismo estatuto que los refu-
giados reconocidos en virtud de las dis-
posiciones de la presente Ley.

Disposición adicional segunda. Despla-
zados.

La protección temporal en caso de 
afluencia masiva de personas despla-
zadas será la prevista en el Reglamento 
sobre régimen de protección temporal en 
caso de afluencia masiva de personas 
desplazadas, aprobado por el Real De-
creto 1325/2003, de 24 de octubre.

Disposición adicional tercera. Forma-
ción.

La Administración General del Estado 
velará por que los empleados públicos y 
demás personas que se ocupen de los 
solicitantes de protección internacional, 
refugiados y personas beneficiarias de 
protección subsidiaria, dispongan de la 
formación adecuada. A estos efectos, los 
Ministerios competentes elaborarán pro-
gramas formativos que les permitan ad-
quirir las capacidades necesarias para el 
desempeño de los puestos de trabajo.

Disposición adicional cuarta. Coopera-
ción con otras Administraciones Públi-
cas.

Las Comunidades Autónomas, de 
acuerdo con sus respectivas competen-
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cias en los ámbitos sanitario, educativo y 
social gestionarán los servicios y pro-
gramas específicamente destinados a las 
personas solicitantes de asilo, en coordi-
nación y cooperación con la Administra-
ción General del Estado.

Asimismo, facilitarán el acceso a la 
información respecto de los recursos so-
ciales específicos para este colectivo, así 
como sobre las diferentes organizaciones 
de atención especializada a personas so-
licitantes de asilo.

Disposición adicional quinta. Coopera-
ción en el marco de la Unión 
Europea.

Las autoridades españolas, en el marco 
de la presente Ley, adoptarán todas las 
medidas necesarias, con objeto de re-
forzar el sistema europeo común de asilo 
y de protección internacional.

Disposición adicional sexta. Colabora-
ción con las Organizaciones No Gu-
bernamentales.

Los poderes públicos promoverán la 
actividad de las asociaciones no lucra-
tivas legalmente reconocidas entre cuyos 
objetivos figuren el asesoramiento y 
ayuda a las personas necesitadas de pro-
tección internacional. Sus informes se 
incorporarán a los oportunos expedientes 
de solicitudes de protección internacional 
incoados por el Ministerio del Interior.

Disposición adicional séptima. Norma-
tiva supletoria en materia de procedi-
miento.

En lo no previsto en materia de proce-
dimiento en la presente Ley, será de apli-
cación con carácter supletorio la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre.

Disposición adicional octava. Informe 
Anual.

El Gobierno remitirá a las Cortes Ge-
nerales un informe anual sobre el número 
de personas que han solicitado asilo o 

protección subsidiaria, el número de per-
sonas a las que les ha sido concedido o 
denegado tal estatuto, así como del nú-
mero de reasentamientos que se hayan 
efectuado y número de personas benefi-
ciarias de la reagrupación familiar; ceses 
y revocaciones y situación específica de 
menores u otras personas vulnerables.

Disposición transitoria primera. Nor-
mativa aplicable a los procedimientos 
en curso.

Los procedimientos administrativos en 
tramitación a la entrada en vigor de esta 
Ley se instruirán y resolverán de acuerdo 
con lo previsto en ella, salvo que los in-
teresados soliciten expresamente la apli-
cación de la normativa vigente en el mo-
mento de presentación de la solicitud, 
por considerarlo más favorable a sus in-
tereses.

Disposición transitoria segunda. Nor-
mativa aplicable a las personas autori-
zadas a residir en España por razones 
humanitarias.

Las personas que hubieran obtenido 
una autorización para permanecer en Es-
paña por razones humanitarias conforme 
a lo previsto en el artículo 17.2 de la Ley 
5/1984, de 26 de marzo, reguladora del 
derecho de asilo y de la condición de 
refugiado, y en los términos de lo dis-
puesto en el apartado tercero del artículo 
31 de su Reglamento de aplicación, apro-
bado por el Real Decreto 203/1995, de 
10 de febrero, podrán beneficiarse del 
derecho a la protección subsidiaria pre-
visto en esta Ley.

Disposición derogatoria única. Deroga-
ción normativa.

Queda derogada la Ley 5/1984, de 26 
de marzo, reguladora del derecho de 
asilo y de la condición de refugiado, y 
cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan a lo establecido en esta 
Ley.
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Disposición final primera. Título com-
petencial.

Esta Ley se dicta al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 149.1.2ª de la Consti-
tución, que atribuye al Estado la compe-
tencia exclusiva sobre el derecho de asilo.

Disposición final segunda. Incorporación 
del Derecho de la Unión Europea.

Mediante esta Ley se incorporan al De-
recho español la Directiva 2003/86/CE, 
del Consejo, de 22 de septiembre, sobre 
el derecho a la reagrupación familiar; la 
Directiva 2004/83/CE, del Consejo, de 29 
de abril, por la que se establecen normas 
mínimas relativas a los requisitos para el 
reconocimiento y el estatuto de nacionales 
de terceros países o apátridas como refu-
giados o personas que necesitan otro tipo 
de protección internacional, y al conte-
nido de la protección concedida; y la Di-
rectiva 2005/85/CE, del Consejo, de 1 de 
diciembre, sobre normas mínimas para los 
procedimientos que deben aplicar los Es-
tados miembros para conceder o retirar la 
condición de refugiado.

Disposición final tercera. Desarrollo re-
glamentario.

Se autoriza al Gobierno para dictar, en 
el plazo de seis meses, cuantas disposi-
ciones de carácter reglamentario exija el 
desarrollo de la presente Ley.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los 
veinte días de su publicación en el Bo-
letín Oficial del Estado.

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particu-
lares y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta Ley.

Madrid, 30 de octubre de 2009.

JUAN CARLOS R.

 El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

TRIbUNAL CONSTITUCIONAL

Conflictos constitucionales

CONFLICTO POSITIvO DE COMPETENCIA 
núm. 7781-2009, en relación con la 
orden sas/1352/2009, de 26 de mayo, 
por la que se establecen las bases regu-
ladoras y se convoca la concesión de sub-
venciones para la realización de pro-
gramas de cooperación y voluntaria- 
do sociales con cargo a la asignación 
tributaria del impuesto sobre la renta 
de las personas físicas y la orden 
arm/1593/2009, de 5 de junio, por la 
que se establecen las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones a aso-
ciaciones declaradas de utilidad pública 
y fundaciones adscritas al protectorado 
del ministerio de medio ambiente, y 
medio rural y marino, para fines de 
interés social de carácter medioambien- 
tal. («boe»núm. 258 de 26 de octubre 
de 2009.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 13 de octubre actual, 
ha admitido a trámite el conflicto posi-
tivo de competencia número 7781-2009, 
promovido por el Gobierno de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón, en relación 
con la «Orden SAS/1352/2009, de 26 de 
mayo, por la que se establecen las bases 
reguladoras y se convoca la concesión 
de subvenciones para la realización de 
programas de cooperación y volunta-
riado sociales con cargo a la asignación 
tributaria del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y la Orden 
ARM/1593/2009, de 5 de junio, por la 
que se establecen las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones a 
asociaciones declaradas de utilidad pú-
blica y fundaciones adscritas al protec-
torado del Ministerio de Medio Am-
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biente, y Medio Rural y Marino, para 
fines de interés social de carácter medio-
ambiental».

Madrid, 13 de octubre de 2009.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

TRIbUNAL SUPREMO

Sentencias

SENTENCIA de 15 de julio de 2009, de la 
sala tercera del tribunal supremo, por la 
que se declara la nulidad del apartado 
4.a.a. del plan nacional de asignación de 
derechos de emisión 2005-2007, apro-
bado por real decreto 1866/2004, de 6 
de septiembre. («boe»núm. 264 de 2 de 
noviembre de 2009.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo n.º 119/2004, interpuesto por la Pro-
curadora doña María Jesús Gutiérrez 
Aceves, en nombre y representación de 
las entidades Electra de Viesgo Distribu-
ción, S. L. y Viesgo Generación, S. L., hoy 
denominadas E.On Distribución, S. L. y 
E. On Generación, S. L., la Sala Tercera 
(Sección Quinta) ha dictado sentencia, 
en fecha 15 de julio de 2009, que con-
tiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Que, con estimación del recurso con-
tencioso-administrativo sostenido por la 
Procuradora doña María Jesús Gutiérrez 
Aceves, en nombre y representación de 
las entidades ahora denominadas E. On 
Distribución, S. L. y E. On Generación, S. L., 
debemos declarar y declaramos que el 
apartado 4.A.a. del Plan Nacional de 
Asignación de derechos de emisión 2005-
2007, aprobado por Real Decreto 
1866/2004, de 6 de septiembre, es nulo 

de pleno derecho, sin hacer expresa con-
dena al pago de las costas procesales 
causadas.

Así por esta nuestra sentencia, cuya 
parte dispositiva y disposición declarada 
nula se publicará en el «Boletín Oficial 
del Estado», lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos, debiéndose hacer saber a las 
partes, al notificársela, que contra ella no 
cabe recurso ordinario alguno.

Y en cumplimiento de lo dispuesto por 
la Sentencia, la disposición declarada 
nula, apartado 4.A.a del Plan Nacional 
de Asignación de derechos de emisión 
2005-2007, aprobado por Real Decreto 
1866/2004, de 6 de septiembre, publi-
cado en el «Boletín Oficial del Estado» de 
7 de septiembre de 2004, es del tenor li-
teral siguiente:

«4.A.a Sector eléctrico.

Se parten de las emisiones reales de 
medias históricas del período 2000-2002, 
procedentes de las mediciones directas y 
recogidas en el Inventario de Emisiones 
de GEI, para el período 1990-2002.

Las asignaciones a instalaciones se 
realizarán con los siguientes criterios para 
alcanzar la cifra de 86,4 Mt CO2 de 
media anual.

Geográfico: Hasta la entrada de GN en 
Baleares y GNL en Canarias, se asignarán 
derechos por la cantidad total de emi-
siones reales que sean producidas por el 
parque generador disponible en cada una 
de las Comunidades Autónomas y Ciu-
dades de Ceuta y Melilla, independiente-
mente del combustible que utilicen. 
Además serán potenciadas las tecnolo-
gías de generación renovable y la de 
mayor eficiencia energética que permita 
cubrir el incremento de la demanda en el 
período 2005-2007. No cabe descartar 
crecimientos imprevistos de demanda 
que deban ser atendidos debidamente.

Tecnológico: Se considera que partici-
parán con menor intensidad en la cober-
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tura de la demanda en el período 2005-
2007:

Las instalaciones que prevean una pro-
gresiva desaparición de la generación 
con fuelóleo.

Las centrales térmicas que con más de 
25-30 años han consumido buena parte 
de su vida útil (que no es toda la vida de 
que disponen las centrales pero sí el pe-
ríodo en el que su funcionamiento no 
exige actualizaciones tecnológicas e in-
versiones nuevas significativas).

Centrales que por aplicación de otros 
condicionantes ambientales y/o opera-
tivos no tengan, por oportunidad econó-
mica, prevista ninguna inversión para 
incorporar tecnología de disminución de 
contaminaciones.

Reducción de producción de centrales 
térmicas menos eficientes (30 %-34 % 
según tipo carbones utilizados) vincu-
lados a una progresiva disminución de la 
disponibilidad del carbón.

Se considera igualmente que incre-
mentarán su participación en la cobertura 
de la demanda las centrales térmicas a 
gas por ciclo combinado.

A las instalaciones de ciclo combinado 
que no estén en funcionamiento antes del 
30 de septiembre de 2004 y que dis-
pongan de las autorizaciones administra-
tivas correspondientes en dicha fecha, les 
serán asignados derechos de emisión sin 
considerarlos a tal efecto como «nuevos 
entrantes».

Para acreditar la disponibilidad de di-
chas autorizaciones, los titulares de di-
chas instalaciones deberán presentar, 
antes del 30 de septiembre de 2004, la 
siguiente documentación:

Resolución de la Dirección General de 
Política Energética y Minas concediendo 
autorización administrativa previa.

Contrato o solicitud denegada y recu-
rrida de acceso al sistema de transporte y 
distribución de gas natural.

Contrato de acceso al sistema de trans-
porte y distribución eléctrica.

Certificado con previsión de fecha de 
inicio de actividad de la instalación, así 
como una indicación del estado de eje-
cución de las obras y de las inversiones 
realizadas.

Las instalaciones de ciclo combinado 
que no estén en funcionamiento antes del 
30 de septiembre de 2004 y que no dis-
pongan de las autorizaciones administra-
tivas anteriormente señaladas, podrán 
disponer de derechos de emisión siendo 
consideradas a tal efecto «nuevos en-
trantes». El volumen de derechos dispo-
nible para hacer frente a las emisiones de 
este tipo de instalaciones se eleva, du-
rante el período 2005-2007, a 1,84 × 3 
MtCO2.»

Presidente: Excmo. Sr. don Mariano de 
Oro-Pulido y López; Magistrados: Sr. don 
Pedro José Yagüe Gil; Excmo. Sr. don Jesús 
Ernesto Peces Morate; Excmo. Sr. don Ra-
fael Fernández Valverde; Excmo. Sr. don 
Eduardo Calvo Rojas; Excma. Sra. doña 
María del Pilar Teso Gamella.

MINISTERIO DE JUSTICIA

Organización

ORDEN JUS/2935/2009, de 26 de oc-
tubre, por la que se crea la comisión 
calificadora de documentos administra-
tivos del ministerio de justicia y de sus 
organismos públicos. («boe»núm. 265 de 
3 de noviembre de 2009) 

El artículo 46 de la Constitución Espa-
ñola de 1978 obliga a los poderes pú-
blicos a garantizar la conservación y a 
promover el enriquecimiento del patri-
monio histórico, cultural y artístico de los 
pueblos de España y de los bienes que lo 
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integran, cualquiera que sea su régimen 
jurídico y su titularidad.

En desarrollo de dicho mandato cons-
titucional se promulgó la Ley 16/1985, de 
25 de junio, del Patrimonio Histórico Es-
pañol, que crea, en su artículo 58, la 
Comisión Superior Calificadora de Docu-
mentos Administrativos, configurándose 
ésta como órgano colegiado para el es-
tudio y dictamen de las cuestiones rela-
tivas a la calificación y utilización de los 
documentos de la Administración Ge-
neral del Estado y del sector público es-
tatal, así como su integración en los Ar-
chivos y el régimen de acceso e inutilidad 
administrativa de los mismos. La compo-
sición, funcionamiento y competencias 
de la misma se contempla en el Real De-
creto 1401/2007, de 29 de octubre. 
Dicho artículo 58 posibilita también la 
constitución de Comisiones Calificadoras 
en los Organismos públicos que así se 
determine.

Por su parte, en desarrollo del mencio-
nado artículo 58, el Real Decreto 
1164/2002, de 8 de noviembre, por el 
que se regula la conservación del patri-
monio documental con valor histórico, el 
control de la eliminación de otros docu-
mentos de la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos y la 
conservación de documentos administra-
tivos en soporte distinto del original, 
otorgó en su disposición transitoria única 
un plazo de tres meses, desde su entrada 
en vigor, para la creación, mediante 
Orden, de las correspondientes Comi-
siones Calificadoras de Documentos Ad-
ministrativos en los departamentos minis-
teriales.

El objetivo de la regulación de los ór-
ganos que velan por el tratamiento de 
dicho patrimonio documental es la utili-
zación eficiente de los medios para la 
gestión y conservación de los documentos 
administrativos a la vez que la recupera-
ción de su información al servicio de la 

transparencia, eficacia y agilidad exigi-
bles en un Estado de Derecho.

Para ello se requiere identificar, desde 
el momento de su producción, las carac-
terísticas administrativas, legales o proce-
sales del contexto en el que han surgido, 
ya que de ellas dependerán tanto los 
plazos de su permanencia en cada fase 
de archivo (de gestión, central, inter-
medio, histórico), como la posibilidad de 
su eliminación al finalizar el período de 
su actividad administrativa y el momento 
en que su contenido informativo pueda 
ser considerado de libre acceso, habiendo 
analizado los valores del documento que 
puedan justificar su conservación perma-
nente como documentación histórica.

A los efectos de esta Orden, se en-
tiende por archivo de gestión aquél en el 
que deberán permanecer los documentos 
producidos por las diferentes unidades 
administrativas del Ministerio, desde el 
momento en que se crean hasta que el 
descenso de la actividad administrativa, 
tanto de trámite como de consulta por las 
propias oficinas, justifique su traslado al 
archivo central.

El archivo central es la unidad que cus-
todia, controla y coordina de forma cen-
tralizada la documentación de los ar-
chivos de gestión de una institución, una 
vez transferidos. El objetivo de este tipo 
de archivos es facilitar el acceso a la in-
formación a la propia administración y a 
los ciudadanos.

El archivo intermedio es aquel al que 
se transfiere la documentación de los ar-
chivos centrales, cuando su consulta por 
los organismos productores es esporá-
dica. Deben permanecer en este archivo 
hasta que se decida su eliminación o su 
transferencia a un archivo histórico. El 
Archivo intermedio de la Administración 
es el Archivo General de la Administra-
ción Civil del Estado (AGA).

El archivo histórico es aquel en el que 
se custodia la documentación que tiene 
valor histórico, su objetivo es conservarla 
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y facilitar la investigación histórica, cien-
tífica y cultural.

Por otra parte, el Real Decreto 
937/2003, de 18 de julio, de moderniza-
ción de los archivos judiciales, con objeto 
de descongestionar los juzgados y tribu-
nales, estableció un sistema de gestión y 
custodia de la documentación judicial, 
otorgando a cada uno de ellos su propio 
archivo de aquellos expedientes que se 
encuentran en tramitación y el envío de 
los que no están pendientes de tramita-
ción a los archivos territoriales o centrales 
o, en su caso, a la Junta de Expurgo. A su 
vez, se unificó la normativa de expurgo de 
los archivos de los juzgados y tribunales 
y se establecieron criterios que garantizan 
la conservación de aquellos documentos 
que tengan un valor cultural, histórico, 
jurídico o administrativo, al ser la docu-
mentación producida por la Administra-
ción de Justicia parte integrante del Patri-
monio Documental y Bibliográfico. De 
esta manera, este real decreto reguló, 
entre otros aspectos, las cuestiones rela-
tivas a la selección, eliminación y acceso 
de los documentos judiciales, es decir, 
aquellos existentes en los juzgados y tri-
bunales que sean consecuencia de la ac-
tividad judicial, así como los expedientes 
gubernativos que se sustancien en ellos.

En cumplimiento de la habilitación del 
artículo 58 de la mencionada Ley 
16/1985, de 25 de junio, y de la disposi-
ción transitoria única del Real Decreto 
1164/2002, de 8 de noviembre, y con 
objeto de complementar lo establecido 
en el citado Real Decreto 937/2003, de 
18 de julio, es necesario crear un órgano 
colegiado de naturaleza departamental 
que vele por los aspectos no contem-
plados en este Real Decreto, esto es la 
conservación de la documentación rela-
tiva la provisión de medios materiales y 
económicos, los expedientes personales 
de los fiscales y secretarios judiciales, 
que son competencia del Ministerio de 
Justicia. A tal efecto, mediante la presente 
Orden se crea la Comisión Calificadora 

de Documentos Administrativos del Mi-
nisterio de Justicia y de los organismos 
públicos vinculados o dependientes del 
mismo.

En su virtud, previa aprobación de la 
Ministra de la Presidencia, y en uso de las 
facultades atribuidas por el artículo 12 de 
la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organi-
zación y Funcionamiento de la Adminis-
tración General del Estado, dispongo:

Primero. Creación y adscripción de 
la Comisión Calificadora de Documentos 
Administrativos del Ministerio de Jus-
ticia.

1. Se crea la Comisión Calificadora 
de Documentos Administrativos del Mi-
nisterio de Justicia, órgano colegiado ads-
crito a la Subsecretaría del Departamento, 
de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 58 de la Ley 16/1985, de 25 de 
junio, reguladora del Patrimonio Histó-
rico Español y en el Real Decreto 
1164/2002, de 8 de noviembre, por el 
que se regula la conservación del patri-
monio documental con valor histórico, el 
control de la eliminación de otros docu-
mentos de la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos y la 
conservación de documentos administra-
tivos en soporte distinto del original.

2. Dicha Comisión tendrá por fina-
lidad principal garantizar la protección 
del Patrimonio Documental del Minis-
terio de Justicia y de sus organismos pú-
blicos y su gestión eficaz, para lo cual 
desempeñará las funciones de estudio y 
dictamen en cuestiones relativas a la ca-
lificación, conservación, acceso, inuti-
lidad administrativa y, en su caso, elimi-
nación de los documentos generados y 
conservados en los archivos dependientes 
del Ministerio de Justicia y de los orga-
nismos públicos vinculados o depen-
dientes del mismo.

Segundo. Ámbito de aplicación.

1. Las funciones atribuidas en esta 
Orden a la Comisión Calificadora de Do-
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cumentos Administrativos del Ministerio 
de Justicia se ejercerán respecto de todos 
los documentos y series documentales 
producidos, conservados o reunidos por 
el Ministerio de Justicia, cualquiera que 
sea su soporte.

2. Igualmente, la Comisión ejercerá 
sus funciones respecto a los documentos 
y series documentales producidos, con-
servados o reunidos por los organismos 
públicos vinculados o dependientes del 
Departamento que no hayan creado una 
Comisión Calificadora distinta, al amparo 
de lo previsto en el apartado 2 de la dis-
posición transitoria única del Real De-
creto 1164/2002, de 8 de noviembre, por 
el que se regula la conservación del Patri-
monio documental con valor histórico, el 
control de la eliminación de otros docu-
mentos de la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos y la 
conservación de documentos administra-
tivos en soporte distinto del original.

Tercero. Composición de la Comi-
sión.

1. La Comisión Calificadora de Do-
cumentos Administrativos del Ministerio 
de Justicia estará integrada por los si-
guientes miembros:

Presidente: El titular de la Subsecre-
taría del Departamento, que podrá de-
legar en el Vicepresidente primero.

Vicepresidente primero: El titular de la 
Secretaría General Técnica.

Vicepresidente segundo: El titular de la 
Subdirección General de Documenta-
ción y Publicaciones.

Vocales: Un representante, con rango 
de Subdirector general o asimilado, por 
cada uno de los órganos superiores, ór-
ganos directivos con rango superior a 
Subdirección General y organismos pú-
blicos vinculados o dependientes del De-
partamento, los cuales serán designados 
por el Presidente de la Comisión Califica-
dora.

2. Igualmente formarán parte de la 
Comisión, también como vocales, un re-
presentante de la Intervención Delegada, 
de la Abogacía General del Estado en el 
Departamento, la persona responsable 
del Archivo de la Fiscalía General del 
Estado y la persona responsable del Ar-
chivo General del Ministerio de Justicia 
que actuará como Secretario de la Comi-
sión, con voz y voto.

3. Se integrará asimismo en la Comi-
sión como vocal, un representante de 
cada Dirección General u Organismo pú-
blico dependiente del Departamento 
cuya documentación vaya a ser objeto de 
examen y consideración según el corres-
pondiente orden del día.

4. La Comisión podrá solicitar el ase-
soramiento de los archiveros y otros téc-
nicos del Ministerio o de sus organismos 
autónomos, así como de aquellos funcio-
narios cuya asistencia sea aconsejable 
por razón de las materias a tratar, previa 
designación por el Presidente, cuya apor-
tación pueda ser de interés a juicio de la 
Comisión, a tenor de la índole y caracte-
rísticas de la documentación a examinar. 
Asistirán en calidad de expertos, con voz 
pero sin voto.

Cuarto. Régimen de funcionamiento 
de la Comisión.

1. La Comisión Calificadora de Do-
cumentos Administrativos del Ministerio 
de Justicia actuará en Pleno, en Comisión 
Permanente y en grupos de trabajo.

2. El Pleno se reunirá, al menos, dos 
veces al año, previa convocatoria de su 
Presidente, a iniciativa propia o a pro-
puesta de la Comisión Permanente. Para 
su válida constitución en segunda convo-
catoria se requerirá la presencia del Pre-
sidente y de la tercera parte, al menos, de 
sus miembros.

3. La Comisión Permanente estará 
presidida por el titular de la Secretaría 
General Técnica, que podrá delegar en el 
titular de la Subdirección General de Do-
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cumentación y Publicaciones y estará 
integrada por los vocales de la Comisión 
que sean designados por el Pleno a pro-
puesta de su Presidente. Actuará como 
secretario el Secretario de la Comisión 
Calificadora de Documentos Administra-
tivos del Ministerio de Justicia.

La Comisión Permanente se reunirá 
cuando su Presidente lo estime conve-
niente y cuando las necesidades de la 
gestión documental así lo aconsejen y, al 
menos, dos veces al año.

4. Los grupos de trabajo que, en su 
caso, se creen tendrán la composición y 
funciones que acuerde el Pleno de la Co-
misión y que en cada caso requiera el 
contenido de los fondos objeto de es-
tudio. El régimen de sus reuniones será el 
que se establezca en su creación.

Quinto. Funciones de la Comisión.

1. Son funciones del Pleno:

a) Estudiar y dictaminar en relación 
al régimen de conservación, valoración y 
selección de documentos del Departa-
mento y de los organismos públicos vin-
culados o dependientes del mismo, así 
como iniciar el procedimiento de elimi-
nación de documentos administrativos y, 
en su caso, la conservación de su conte-
nido en soporte distinto del original en el 
que fueron producidos de acuerdo con lo 
previsto en los artículos 2 y 3 del Real 
Decreto 1164/2002, de 8 de noviembre.

b) Proponer plazos de permanencia 
de los documentos o series documentales 
en los archivos de oficina y central del 
Departamento y de los organismos pú-
blicos, vinculados o dependientes del 
mismo, así como desde ese Archivo al 
Archivo General de la Administración y, 
en su caso, al Archivo Histórico Na-
cional.

c) Proponer el régimen de acceso y 
consulta pública de los documentos y 
series documentales del Departamento y 
organismos públicos vinculados o depen-
dientes del mismo.

d) Estudiar y, en su caso, aprobar las 
propuestas sobre normas técnicas y crite-
rios para el tratamiento y custodia de los 
documentos del Departamento y orga-
nismos públicos vinculados o depen-
dientes del mismo.

e) Trasladar a la Comisión Superior 
Calificadora de Documentos Administra-
tivos las propuestas de eliminación apro-
badas, de acuerdo con lo establecido en 
el Real Decreto 1164/2002, de 8 de no-
viembre, y a los efectos previstos en él.

f) Velar por el cumplimiento, en el 
ámbito de su actuación en el Ministerio 
de Justicia, de los criterios fijados por la 
Comisión Superior Calificadora de Docu-
mentos Administrativos.

g) Cualquier asunto que, en materia 
archivística y relacionado con las compe-
tencias enumeradas anteriormente, le sea 
sometido por su Presidente.

2. Son funciones de la Comisión Per-
manente:

a) Realizar las actuaciones prepara-
torias para el ejercicio por el Pleno de las 
funciones mencionadas en el apartado 
anterior y cualquier otra que el Pleno 
acuerde encomendarle.

b) Agilizar el estudio y dictamen de 
las cuestiones relativas al acceso y con-
sulta pública de los documentos.

3. Los grupos de trabajo que en su 
caso se creen, tendrán las funciones que 
acuerde el Pleno de la Comisión Califica-
dora de Documentos Administrativos.

Sexto. Procedimiento de control y 
eliminación de documentos.–El procedi-
miento de eliminación de documentos y, 
en su caso, de conservación del conte-
nido de los mismos en soporte distinto 
del original en el que fueron producidos, 
a que se refiere el artículo 2 de la presente 
Orden, se sujetará a las previsiones con-
tenidas en el Real Decreto 1164/2002, de 
8 de noviembre, por el que se regula la 
conservación del Patrimonio documental 
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con valor histórico, el control de la elimi-
nación de otros documentos de la Admi-
nistración General del Estado y sus orga-
nismos públicos y la conservación de 
documentos administrativos en soporte 
distinto del original.

Séptimo. Régimen jurídico.–El ré-
gimen jurídico y actuación de la Comi-
sión se ajustará a lo dispuesto en el capí-
tulo II del título II de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y en 
el capítulo IV del título II de la Ley 6/1997, 
de 14 de abril, de Organización y funcio-
namiento de la Administración General 
del Estado.

Octavo. No incremento del gasto 
público.–El funcionamiento de la Comi-
sión será atendido con los actuales me-
dios personales y materiales del Minis-
terio de Justicia y no supondrá incremento 
del gasto público. Sus miembros no per-
cibirán remuneración alguna por el ejer-
cicio de sus funciones salvo, en su caso, 
las que pudieran corresponderles por 
aplicación de la normativa vigente en 
materia de indemnizaciones por razón 
del servicio.

Disposición final primera. Habilitación 
para la aplicación de esta Orden.

El titular de la Subsecretaría del Minis-
terio de Justicia dictará las resoluciones 
oportunas para el desarrollo y aplicación 
de esta Orden.

Disposición final segunda. Entrada en 
vigor.

La presente Orden entrará en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 26 de octubre de 2009.–El Mi-
nistro de Justicia, Francisco Caamaño Do-
mínguez.

MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES 
Y DE COOPERACIóN

Acuerdos internacionales

ACUERDO de Enmienda y Acuerdo anejo 
al Acuerdo Administrativo de 9 de sep-
tiembre de 2004, para la aplicación del 
convenio de seguridad social entre el 
reino de españa y la república de túnez 
de 26 de febrero de 2001, hecho el 2 de 
febrero de 2009. (publicado en el 
«boe»núm. 259 de 27 de octubre de 
2009.)

CONvENIO entre el Reino de España y la 
República Argelina Democrática y Po-
pular en materia de seguridad y de 
lucha contra el terrorismo y la crimina-
lidad organizada, hecho en Argel el 15 
de junio de 2008. («boe»núm. 260 de 
28 de octubre de 2009.)

CONVENIO ENtRE LA REPÚBLICA ARGELINA 
DEmOCRÁtICA y POPULAR y EL REINO 
DE ESPAÑA EN mAtERIA DE SEGURIDAD y 
DE  LUCHA  CONtRA  EL  tERRORISmO  y  LA 

CRImINALIDAD ORGANIZADA

La República Argelina Democrática y 
Popular y el Reino de España, en adelante 
llamadas «las Partes»:

Deseando reforzar su cooperación en 
materia de seguridad y de lucha contra el 
terrorismo y la criminalidad organizada, 
en interés de los dos países,

Deseosos de contribuir al desarrollo de 
las relaciones bilaterales,

Guiados por los principios de igualdad, 
de reciprocidad y de asistencia mutua,

Acuerdan lo siguiente:

Boletín núm. 2097–Pág. 100



– 2845 –

           

Artículo 1.

1. Las Partes, conforme a la legisla-
ción de los dos Estados y en virtud del 
presente Convenio, cooperarán en ma-
teria de seguridad y de lucha contra el 
terrorismo y la criminalidad, principal-
mente la criminalidad organizada.

2. Las Partes colaborarán en la lucha 
contra las acciones criminales, en parti-
cular contra:

El terrorismo.

Las infracciones contra la vida y la in-
tegridad de las personas.

El tráfico, la producción y comercio 
ilegal de estupefacientes, sustancias psi-
cotrópicas, así como el tráfico, la produc-
ción y el comercio ilegal de los precur-
sores y materias primas utilizadas en la 
fabricación de dichos estupefacientes y 
sustancias.

El tráfico de seres humanos y las redes 
de inmigración ilegal y secuestros y tomas 
de rehenes.

La falsificación (elaboración y modifi-
cación) y la utilización ilegal de docu-
mentos de identidad y de viaje.

El contrabando.

El blanqueo de dinero procedente de 
actividades ilícitas.

La financiación del terrorismo.

La falsificación (elaboración y modifi-
cación) de moneda, medios de pago, 
cheques y títulos, así como su puesta en 
circulación fraudulenta.

El robo de vehículos, su tráfico ilícito 
y las actividades ilegales relacionadas 
con el mismo.

El robo, receptación y comercio ilegal 
de armas, municiones, explosivos y ma-
terias primas estratégicas (materiales nu-
cleares y radiactivos); el comercio ilegal 
de otras sustancias peligrosas, así como 
el de mercancías y tecnologías de doble 
uso.

El robo, la receptación y el tráfico ilí-
cito de bienes culturales, de objetos con 
valor histórico y de obras de arte.

Las infracciones económicas, com-
prendidas las infracciones fiscales.

La criminalidad organizada en materia 
de prostitución, principalmente la rela-
tiva a menores, así como la elaboración, 
difusión y distribución de contenidos por-
nográficos implicando menores.

La ciber-criminalidad y todas aquellas 
infracciones cometidas por medio de sis-
temas informáticos.

Las infracciones contra los recursos 
naturales y el medio ambiente.

3. Las partes colaborarán igualmente 
en la lucha contra cualquier otra infrac-
ción cuya prevención, detección y perse-
cución, requiera la cooperación de las 
Autoridades competentes de los dos Es-
tados.

Artículo 2.

1. La colaboración entre las partes en 
materia de seguridad y de lucha contra el 
terrorismo y la criminalidad organizada 
citada en el artículo 1, comprende:

El intercambio de informaciones rela-
tivas a las personas físicas y jurídicas, y a 
los grupos sospechosos de tomar parte en 
las diferentes formas de la criminalidad 
así como las relaciones entre estas per-
sonas, su estructura, funcionamiento y 
métodos de las organizaciones criminales 
y las circunstancias de los crímenes co-
metidos en este contexto; así como a las 
disposiciones legales infringidas y a las 
medidas adoptadas, en la medida en que 
esto sea necesario para la prevención de 
tales infracciones.

La cooperación bajo forma de medidas 
policiales coordinadas y de asistencia re-
cíproca en personal y material sobre la 
base de acuerdos complementarios fir-
mado por las autoridades competentes.
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La comunicación de informaciones re-
lativas a los métodos y a las nuevas formas 
e criminalidad. En este contexto, cada 
parte podrá poner a disposición de la 
otra, previa petición, muestras, objetos 
así como las informaciones relativas a los 
mismos.

El intercambio de los resultados de las 
investigaciones en los campos de la cri-
minalística y de la criminología, infor-
mándose mutuamente de sus métodos de 
investigación y de los medios de lucha 
contra la criminalidad.

El intercambio de especialistas con la 
finalidad de adquirir conocimientos pro-
fesionales de alto nivel y de descubrir los 
medios, métodos y técnicas modernas en 
la lucha contra la criminalidad.

Artículo 3.

En el contexto de la lucha contra el 
terrorismo las partes intercambiarán:

Informaciones relativas a los actos de 
terrorismo proyectados o cometidos, a los 
modos de ejecución y a las técnicas uti-
lizadas para la ejecución de tales actos.

Informaciones relativas a los grupos 
terroristas y a los miembros de estos 
grupos que programen, cometan o hayan 
cometido actos terroristas en el territorio 
de una de las partes y atenten a los inte-
reses de la otra parte.

Informaciones actualizadas relativas a 
las amenazas terroristas, técnicas y es-
tructuras de organización.

Informaciones relativas a los métodos 
y técnicas modernos de prevención y 
lucha contra el terrorismo.

Artículo 4.

En el ámbito de la lucha contra el trá-
fico ilícito de estupefacientes y de sustan-
cias psicotrópicas, las partes procederán 
a intercambiar:

Informaciones relativas a la produc-
ción, importación, exportación, tránsito y 

comercialización ilícita de estupefa-
cientes y sustancias psicotrópicas así 
como toda información particular relativa 
a estas infracciones, susceptible de con-
tribuir a su prevención, de conformidad 
con los acuerdos internacionales con-
cluidos por ambas partes.

Informaciones operativas sobre los mé-
todos habituales del comercio interna-
cional ilícito de estupefacientes y de sus-
tancias psicotrópicas.

Resultados de investigaciones en cri-
minalística y en criminología relativos a 
los ámbitos del tráfico ilícito de estupefa-
cientes y de sustancias psicotrópicas.

Resultados de las experiencias y de las 
investigaciones relativas al control de las 
toxicomanías.

Artículo 5.

1. Los intercambios de información y 
peticiones de realización de actividades 
especificadas en esta Convención serán 
formuladas por escrito y cursadas a través 
de los organismos competentes

2. En caso de urgencia y a los fines 
de la aplicación del presente convenio, 
los órganos competentes pueden transmi-
tirse dichas informaciones o peticiones 
oralmente, debiendo ser seguidas de una 
inmediata confirmación escrita.

3. Los gastos inherentes a la ejecu-
ción de una petición o a la realización de 
una acción están a cargo de la parte de-
mandante.

Artículo 6.

Dentro de cada uno de los ámbitos 
enumerados en el artículo 1 del presente 
Convenio, la cooperación técnica tiene 
como objeto principal:

La formación general y especializada.

Los intercambios de información y de 
experiencias profesionales.
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La transferencia de tecnología y la asis-
tencia en materia de equipamientos espe-
cíficos.

El intercambio de documentación es-
pecializada.

El intercambio de visitas, y, cuando sea 
necesario, la acogida recíproca de fun-
cionarios y de expertos.

Artículo 7.

Cada una de las partes procederá a la 
designación de los órganos competentes 
que serán encargados, en lo que les con-
cierne, de la puesta en práctica del pre-
sente Convenio

Articulo 8.

1. Cualquiera de las partes puede re-
chazar en todo o en parte la petición de 
ayuda o de información, o someter su 
ejecución a ciertas condiciones, si estima 
que dicha demanda atenta contra su so-
beranía, su seguridad, su orden público, 
su legislación nacional o a otros intereses 
esenciales de su Estado, así como si la 
petición es de tal naturaleza que pueda 
comprometer la ejecución de una inves-
tigación en curso.

Artículo 9.

1. El intercambio de información, 
principalmente de datos personales entre 
las Partes, en el contexto del presente 
Convenio está sometido a las siguientes 
condiciones:

La Parte demandante sólo puede uti-
lizar los datos para fines y condiciones 
definidas por la Parte demandada, te-
niendo en cuenta el plazo en el cual di-
chos datos deben ser destruidos, en virtud 
de su legislación nacional.

La Parte demandante informará a la 
Parte demandada, bajo petición, del uso 
de los datos que le han sido transmitidos 
y de los resultados obtenidos.

Si se ha establecido que los datos 
inexactos o incompletos han sido comu-

nicados, la parte demandada informará 
inmediatamente a la Parte demandante.

Cada una de la Partes mantiene un 
registro de datos comunicados y de su 
destrucción.

2. La Partes garantizarán la protec-
ción de datos, en particular los datos per-
sonales que les sean comunicados, contra 
cualquier acceso, modificación, publica-
ción o divulgación no autorizada, en 
virtud de sus respectivas legislaciones na-
cionales.

Se comprometen asimismo a no ceder 
los datos personales mencionados en el 
presente artículo a ningún tercero, dis-
tinto del órgano de la parte demandante 
que las haya solicitado. Si dicha Parte 
demandante lo solicita, los datos sólo po-
drán ser transmitidos a una de las autori-
dades previstas dentro del contexto del 
presente Convenio, después de obtener 
la autorización previa de la parte deman-
dada.

Artículo 10.

1. Cada parte garantizará la confi-
dencialidad de las informaciones califi-
cadas como tales por la otra Parte.

2. Las muestras, objetos, datos e in-
formaciones comunicadas dentro del 
contexto del presente Convenio, no 
pueden ser transmitidas a un tercer Es-
tado o a cualquier otro tercero sin el 
acuerdo de las Parte que las ha propor-
cionado.

Artículo 11.

Con la finalidad de alcanzar los obje-
tivos previstos en el presente Convenio y 
de conseguir la cooperación descrita, se 
creará un «Comité Mixto de Cooperación 
en materia de seguridad y de lucha contra 
el terrorismo y la Criminalidad Organi-
zada».

El Comité Mixto tendrá como misión 
desarrollar y supervisar la cooperación 
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regida por la presente Convención. Los 
órganos competentes se informarán por 
escrito de los representantes designados 
para el Comité Mixto.

El Comité Mixto se reunirá en sesión 
ordinaria una vez al año y en sesión ex-
traordinaria cada vez que una de las 
Partes lo solicite. La fecha, el lugar y el 
orden del día serán fijados de común 
acuerdo.

Salvo acuerdo especial entre las partes, 
las reuniones tendrán lugar alternativa-
mente en Argelia y en España. Los tra-
bajos serán presididos por el Jefe de la 
Delegación del territorio donde tenga 
lugar la reunión.

Cuando sea necesario, los arreglos téc-
nicos entre instituciones concernidas pre-
cisarán modalidades de puesta en marcha 
concreta de las acciones que hayan sido 
acordadas.

Artículo 12.

Cualquier diferencia relativa a la apli-
cación e interpretación del presente Con-
venio será resuelta por vía de negocia-
ción entre las Partes.

Artículo 13.

El presente Convenio no vulnera las 
obligaciones que se desprendan de otras 
Convenciones o compromisos interna-
cionales, bilaterales o multilaterales, con-
traídas por las dos Partes.

Artículo 14.

1. El presente Convenio será ratifi-
cado de conformidad con los procedi-
mientos constitucionales en vigor en cada 
una de las Partes.

2. Entrará en vigor el trigésimo (30) 
día a partir de la fecha de intercambio de 
los instrumentos de ratificación.

3. El presente Convenio estará en 
vigor por una duración ilimitada. Cual-

quiera de las partes lo podrá denunciar 
en todo momento después de un preaviso 
escrito de seis (06) meses, notificado a la 
otra parte por vía diplomática.

De conformidad con lo expuesto los 
abajo firmantes, debidamente habilitados 
por sus Estados respectivos, firman el pre-
sente Convenio.

Firmado en Argel, el 15 de junio de 
2008, en dos ejemplares originales, en 
lengua española y árabe, dándose igual-
mente fe en ambos textos.

 Por el Reino Por la República 
  de España Argelina Democrática
  y Popular 

 El Ministro El Ministro de Estado
 del Interior  Ministro del  Interior 
  y de las  Colectividades

 ALFREDO  NOURREDINE
 PÉREZ RUBALCABA YAZID ZERHOUNI

El presente Convenio entró en vigor el 
27 de marzo de 2009, el trigésimo día a 
partir de la fecha de intercambio de los 
instrumentos de ratificación, según se es-
tablece en su artículo 14.2.

Lo que se hace público para conoci-
miento general.

Madrid, 19 de octubre de 2009.–El Se-
cretario General Técnico de Asuntos Ex-
teriores y de Cooperación, Antonio Co-
sano Pérez.

CORRECCIóN DE ERRORES del canje de 
notas relativo al acuerdo entre el go-
bierno del reino de españa y el gobierno 
de la república de Kazajstán sobre el 
transporte internacional de viajeros y 
mercancías por carretera, hecho en ma-
drid el 30 de octubre de 2000. (publicado 
en el «boe»núm. 260 de 28 de octubre de 
2009.)
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MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

Gastos públicos. Cierre del ejercicio

ORDEN EHA/2868/2009, de 13 de oc-
tubre, por la que se regulan las opera-
ciones de cierre del ejercicio 2009 rela-
tivas a la contabilidad de gastos públicos. 
(«boe»núm. 260 de 28 de octubre de 
2009.)

Las distintas operaciones a realizar en 
la ejecución del presupuesto de gastos 
(modificaciones de créditos, imputación 
de obligaciones, realización de pagos, 
entre otras) se regulan con carácter ge-
neral en la Ley 47/2003, de 26 de no-
viembre, General Presupuestaria y en la 
Ley de Presupuestos de cada ejercicio. La 
mencionada regulación debe comple-
tarse mediante la especificación de ope-
raciones y procedimientos a realizar a 
final del presente ejercicio, tal como se 
ha venido haciendo en los últimos años.

Por ello, resulta preciso determinar los 
plazos para la tramitación de modifica-
ciones presupuestarias y documentos 
contables, contabilización de opera-
ciones, ordenación de pagos y realiza-
ción de los mismos, así como la concre-
ción de distintas operaciones reguladas 
en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria y en la Instruc-
ción de Operatoria Contable a seguir en 
la Ejecución del Gasto del Estado apro-
bada por Orden del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda de 1 de febrero de 
1996.

En su virtud, y a propuesta de la Inter-
vención General de la Administración del 
Estado, dispongo:

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

Esta Orden Ministerial regula las ope-
raciones de cierre del ejercicio 2009 re-

lativas a la contabilidad de gastos pú-
blicos en la Administración General del 
Estado, Organismos Autónomos del Es-
tado, Agencias Estatales y los Organismos 
públicos a los que se refiere el artículo 1 
e) de la Ley 2/2008, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales para el año 
2009.

Artículo 2. Señalamiento de haberes en 
el mes de diciembre.

Las nóminas para el percibo de los 
haberes activos y paga extraordinaria del 
mes de diciembre deberán tener su en-
trada en las Oficinas de Contabilidad con 
fecha límite del día 9 del citado mes.

Los haberes activos y pasivos y las 
pagas extraordinarias correspondientes al 
mes de diciembre serán satisfechos con-
juntamente a partir del día 18 del mismo 
mes.

Las nóminas de pensiones de Clases 
Pasivas, distintas de la paga del mes de 
diciembre y paga extraordinaria, podrán 
tener su entrada en las Oficinas de Con-
tabilidad antes del día 30 de diciembre.

Artículo 3. Tramitación y pago de man-
damientos en los últimos días del mes 
de diciembre.

El último día del ejercicio 2009 en el 
que se podrán satisfacer libramientos de 
pago será el día 31 de diciembre, reanu-
dándose el pago de los pendientes de 
satisfacer el primer día hábil del mes de 
enero de 2010.

Artículo 4. Recepción y tramitación de 
documentos contables.

4.1 Los documentos contables o, en 
su caso, los soportes de las operaciones 
utilizados por los Organismos Autó-
nomos, Agencias Estatales y Organismos 
Públicos señalados en el artículo 1 de 
esta Orden, debidamente confeccio-
nados, acompañados de los correspon-
dientes justificantes y realizada, en su 
caso, la fiscalización previa pertinente, 
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tendrán como fecha límite de entrada en 
las Oficinas de Contabilidad el día 30 de 
diciembre.

4.2 Las propuestas de pago «a justi-
ficar» expedidas con cargo a créditos del 
Presupuesto de Gastos de 2009 tendrán 
como fecha límite de entrada en las Ofi-
cinas de Contabilidad el día 18 de di-
ciembre de 2009, excepto las propuestas 
de pago «a justificar en el exterior» cuya 
fecha límite será el día 15 de dicho mes. 
Con cargo a dichos libramientos única-
mente podrán satisfacerse obligaciones 
del ejercicio, con las excepciones pre-
vistas en el artículo 79.3 de la Ley Ge-
neral Presupuestaria.

4.3 Los Interventores Delegados, re-
gionales y territoriales del Interventor ge-
neral de la Administración del Estado, el 
Subdirector general de Contabilidad del 
Ministerio de Defensa y órganos compe-
tentes en el resto de Organismos a los que 
se refiere el artículo 1, cuidarán muy es-
pecialmente el cumplimiento de estas 
normas, absteniéndose de contabilizar 
aquéllas operaciones cuyos documentos 
contables se reciban con posterioridad a 
las fechas consignadas en los apartados 1 
y 2 anteriores.

Artículo 5. Contabilización en fin de 
ejercicio y ordenación de pagos.

5.1 Las Oficinas de Contabilidad y 
los Servicios Gestores autorizados a cap-
turar retenciones de crédito de acuerdo 
con lo establecido en las Reglas 14 y 19 
de la Orden del Ministerio de Economía 
y Hacienda, de 1 de febrero de 1996, por 
la que se aprueba la Instrucción de Ope-
ratoria Contable a seguir en la ejecución 
del gasto del Estado, registrarán normal-
mente todo tipo de operaciones hasta el 
final de diciembre de 2009.

5.2 Las Ordenaciones de Pagos rea-
lizarán su último proceso de ordenación 
de pagos de 2009 el 30 de diciembre de 
2009. Excepcionalmente, podrán reali-
zarse procesos de ordenación de pagos 

con fecha límite de 31 de diciembre de 
2009.

Hasta tanto las Oficinas de Contabi-
lidad dejen de expedir propuestas de 
pago con imputación a la contabilidad 
del ejercicio 2009, las Ordenaciones de 
Pagos mantendrán abierta la contabilidad 
de recepción de tales propuestas.

Además, desde principios del ejercicio 
2010 y con imputación a la contabilidad 
del mismo, podrán expedir órdenes de 
pago por cuenta de las propuestas reci-
bidas en cualquier momento.

Artículo 6. Operaciones de fin de ejer-
cicio en la Administración General del 
Estado.

6.1 Previo a las operaciones de regu-
larización que se indican en el apartado 
2, los Centros Gestores del Gasto deberán 
remitir a las Oficinas de Contabilidad los 
documentos contables de periodificación 
de gastos, de acuerdo a lo establecido en 
la regla 53 de la Instrucción de Opera-
toria Contable a seguir en la Ejecución 
del Gasto del Estado, aprobada por la 
Orden del Ministerio de Economía y Ha-
cienda de 1 de febrero de 1996, al objeto 
de su registro contable.

6.2 Las operaciones a realizar en las 
distintas Oficinas Contables de los Cen-
tros Gestores de Gastos y de las Delega-
ciones de Economía y Hacienda, relacio-
nadas con la regularización y cierre de la 
contabilidad de la Administración Ge-
neral del Estado, se efectuarán de acuerdo 
con las instrucciones que al efecto dicte 
la Intervención General de la Administra-
ción del Estado.

6.3 Los créditos que al cierre del 
ejercicio no queden afectos al cumpli-
miento de obligaciones reconocidas, 
quedarán anulados de pleno derecho sin 
perjuicio de que pudieran ser incorpo-
rados al Presupuesto siguiente en los 
casos previstos en el artículo 58 de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria y en la Ley de Presu-
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puestos Generales del Estado para el ejer-
cicio 2010.

Por consiguiente, con fecha 31 de di-
ciembre de 2009 se procederá a anular, 
para todas y cada una de las aplicaciones 
presupuestarias, los saldos de compro-
misos y los saldos de autorizaciones. Los 
remanentes de crédito resultantes de 
efectuar estas operaciones deberán igual-
mente ser anulados.

La Subdirección General de Contabi-
lidad del Ministerio de Defensa y las In-
tervenciones Delegadas en los restantes 
Departamentos ministeriales enviarán a 
la Dirección General de Presupuestos 
una certificación de los remanentes de 
crédito anulados de acuerdo con lo dis-
puesto en los párrafos anteriores, distin-
guiendo los que estén comprometidos de 
los que no lo estén. Esta certificación será 
expedida sin perjuicio de las que sean 
necesarias para justificar las incorpora-
ciones de crédito.

La continuación, en el año 2010, de 
los expedientes que queden en curso a fin 
de 2009, requerirá la contabilización de 
las fases correspondientes de retención 
de crédito, autorización ó compromiso, 
mediante procesos informáticos y/o me-
diante la captura de los oportunos docu-
mentos contables.

6.4 Los saldos de autorizaciones de 
ejercicios posteriores pendientes de com-
prometer y de retenciones de ejercicios 
posteriores pendientes de autorizar, que 
pudieran existir en relación con los gastos 
plurianuales, se anularán el 31 de di-
ciembre de 2009. La continuación de 
los expedientes en curso requerirá la con-
tabilización de las fases de retención y 
autorización, correspondientes tanto a la 
anualidad del ejercicio que se inicia 
como a las anualidades de ejercicios pos-
teriores, mediante procesos informáticos 
y/o mediante la captura de los oportunos 
documentos contables de retención y au-
torización, de acuerdo, en su caso, con 

los reajustes de anualidades que corres-
ponda efectuar.

Artículo 7. Obligaciones pendientes de 
proponer el pago procedentes de ejer-
cicios anteriores en la Administración 
General del Estado.

Con el fin de que antes del 31 de di-
ciembre del presente ejercicio de 2009 
queden regularizados los saldos de obli-
gaciones de ejercicios cerrados recono-
cidas en el ámbito de los distintos Depar-
tamentos ministeriales, la Intervención 
General de la Administración del Estado 
remitirá, a las Intervenciones Delegadas 
en los Departamentos ministeriales, las 
relaciones de acreedores existentes.

Los Departamentos ministeriales justi-
ficarán individualmente los saldos que se 
correspondan con la existencia de una 
obligación real, expidiéndose, cuando 
proceda, los correspondientes docu-
mentos K de propuesta de pago.

Para los casos en los que la existencia 
de una obligación real no quede actual-
mente acreditada, necesariamente, ha-
brán de expedir el correspondiente docu-
mento MD o PR, de anulación de saldos 
o de prescripción, respectivamente.

Artículo 8. Propuestas de pago pen-
dientes de ordenación y ordenes de 
pago pendientes de realización en la 
Administración General del Estado.

8.1  Las Delegaciones de Economía 
y Hacienda y la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera procederán a 
revisar las órdenes de pago pendientes de 
realización, con más de seis meses de 
antigüedad y a analizar las causas del 
retraso, solicitando, en su caso, las acla-
raciones pertinentes de las Oficinas de 
Contabilidad de los Centros Gestores del 
Presupuesto de Gastos.

8.2 Si existieran propuestas de pago 
pendientes de ordenar y órdenes de pago 
pendientes de realización generadas en 
el ejercicio 2009 o anteriores que con-
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tengan errores que impidan su realiza-
ción, se pondrán en conocimiento de la 
Intervención General de la Administra-
ción del Estado (Subdirección General de 
Gestión Contable) al objeto de que dicho 
centro determine las actuaciones conta-
bles a realizar.

Artículo 9. Créditos presupuestarios.

9.1 Los expedientes de modificación 
de crédito y aquellos otros que se rea-
licen en aplicación del artículo 47 de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, Ge-
neral Presupuestaria y que deban autori-
zarse por el Consejo de Ministros o por el 
Ministro de Economía y Hacienda de-
berán tener entrada en la Dirección Ge-
neral de Presupuestos de este Ministerio 
debidamente documentados con la fecha 
límite 6 de noviembre de 2009.

9.2 Los expedientes de modificación 
de crédito autorizados por los titulares de 
los Departamentos ministeriales y presi-
dentes y directores de los organismos au-
tónomos, agencias estatales y otros orga-
nismos públicos, deberán ser comuni-
cados a la Dirección General de 
Presupuestos para su instrumentación, 
antes del día 4 de diciembre de 2009.

Disposición final única. Entrada en vi-
gor.

La presente Orden entrará en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 13 de octubre de 2009.–La 
Vicepresidenta Segunda del Gobierno y 
Ministra de Economía y Hacienda, Elena 
Salgado Méndez.
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